VERSIÓN ESTENOGRÁFICA DE LA TRIGÉSIMA OCTAVA SESIÓN ORDINARIA DEL PLENO DEL INSTITUTO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL DISTRITO FEDERAL, CELEBRADA EL DÍA 23 DE OCTUBRE DE 2013, EN LAS INSTALACIONES DEL MISMO INSTITUTO.

C. OSCAR GUERRA FORD, COMISIONADO CIUDADANO PRESIDENTE.- Comisionados ciudadanos del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, siendo las 12 horas con 5 minutos del día 23 de octubre del 2013, solicito al licenciado José de Jesús Ramírez Sánchez, Secretario Técnico de este Instituto, que proceda al pase de lista con el fin de verificar si existe el quórum establecido por la ley para la celebración de la Trigésima Octava Sesión Ordinaria del Pleno de este Instituto y a la cual se ha convocado. 

Por favor, Secretario, proceda. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ, SECRETARIO TÉCNICO.- Gracias, Comisionado Presidente. 

Procedo a pasar lista de asistencia a los integrantes de este Pleno. Se encuentran los comisionados ciudadanos: Oscar Mauricio Guerra Ford, Mucio Israel Hernández Guerrero, David Mondragón Centeno, Luis Fernando Sánchez Nava, Alejandro Torres Rogelio. 

Señor Presidente, le informo que se existe el quórum legal requerido para sesionar de conformidad al Artículo 70 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, así como al Artículo 17 del Reglamento de Sesiones de este Pleno. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Muchas gracias, señor Secretario.

En virtud de que existe el quórum legal establecido, se declara abierta la Sesión.
Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo de los asuntos del Orden del Día de esta Sesión. 

Es necesario indicar que el desarrollo de la misma, será de conformidad con el procedimiento establecido en el Artículo 21 del Reglamento de Sesiones de este Pleno. 

Señor Secretario, haga favor de proceder a dar lectura a la Orden del Día. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- El Orden del Día de esta Sesión Ordinaria es el siguiente:

I.      Lista de asistencia y verificación del quórum legal. 

II.     Lectura, discusión y, en su caso, aprobación del Orden del Día. 

III.    Presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acta de la Trigésima Sexta Sesión Ordinaria de este Pleno, celebrada el 9 de octubre de 2013.

IV.    
Presentación, discusión y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acuerdo mediante el cual se aprueba la suscripción del Convenio Específico de Colaboración entre el Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal y el Centro de Investigación y Docencia Económicas, Asociación Civil.

V.
Presentación, discusión y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acuerdo mediante el cual se aprueba la suscripción del Convenio Específico de Colaboración que celebrará la Universidad Autónoma Metropolitana, Unidad Iztapalapa, el Instituto Federal Electoral, el Instituto Electoral del Distrito Federal, el Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos y el Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal.

VI.
Presentación, discusión y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acuerdo mediante el cual se aprueba la suscripción del Convenio Específico de Colaboración que celebrarán el Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal y la Contaduría Mayor de Hacienda de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal.

VII.
Presentación del avance del Informe del Ejercicio de los Derechos de Acceso a la Información Pública y Derechos de Acceso, Rectificación, Cancelación y Oposición de Datos Personales (ARCO) en el Distrito Federal, correspondiente al tercer trimestre de 2013.

VIII.
Presentación, discusión y, en su caso, aprobación de dos Proyectos de Resolución de Recursos de Revisión interpuestos ante el InfoDF, en materia de solicitudes de acceso a datos personales.

IX.
Presentación, discusión y, en su caso, aprobación de 21 Proyectos de Resolución de Recursos de Revisión interpuestos ante el InfoDF, en materia de solicitudes de acceso a la información.

X.
Asuntos generales, en el que se encuentra el Informe de Comisiones de los comisionados ciudadanos correspondiente al tercer trimestre de 2013.

Es cuanto, señores comisionados.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Señores comisionados, está a su consideración esta Orden del Día.

Si no hay ninguna observación a la misma. Aquellos comisionados que estén de acuerdo con la Orden del Día presentada, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Orden del Día propuesto.
C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acta de la Trigésima Sexta Sesión Ordinaria del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, celebrada el pasado 9 de octubre del 2013.

Señores comisionados, queda a su consideración el Proyecto de esta Acta.

Si no hay ninguna observación, además de las que ya se han hecho llegar a la Secretaría Técnica.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo con el Proyecto del Acta del 9 de octubre del 2013, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Acta de la Trigésima Sexta Sesión Ordinaria de este Pleno.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acuerdo, mediante el cual se aprueba la suscripción del Convenio Específico de Colaboración entre el Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal y el Centro de Investigación y Docencia Económicas, Asociación Civil, el cual me voy a permitir presentar.

Consideramos que es facultad del Pleno de este Instituto de acuerdo al Artículo 71, fracción VII de la ley en la materia, emitir su reglamento interior, manuales y demás normas que faciliten su organización y funcionamiento interno, así como del Artículo 12, fracción IV de su Reglamento interior que es el de dictar políticas, lineamientos, acuerdos y demás normatividad necesaria para ejercer las atribuciones previstas en la Ley de Transparencia y en la Ley de Datos Personales.

Que el Artículo 71, fracción 38 de la Ley de Transparencia y 12, fracción VII, XV y XVI del Reglamento interior del Instituto facultan al Pleno del Instituto para aprobar la suscripción de convenios y los mecanismos y acciones que permitan posesionar y fortalecer la identidad del Instituto, así como la suscripción de convenios y mecanismos de coordinación con los órganos de gobierno del Distrito Federal, con entes autónomos locales y entes homólogos a nivel federal y otras entidades federativas respectivamente.

Que el Programa Operativo Anual 2013 de nuestro Instituto, está previsto a impulsar la suscripción de convenios con instituciones públicas, privadas y organizaciones sociales con el objeto de fortalecer el conocimiento del ejercicio del derecho al acceso a la información y el derecho a la protección de datos personales, de igual manera, nuestro Instituto ha impulsado el fortalecimiento de ambos derechos a nivel nacional con su participación activa en la Conferencia Mexicana para el Acceso a la información Pública la COMAIP, la cual está integrada por el conjunto de órganos autónomos garantes en estas materias de cada una de las entidades federativas a el correspondiente órgano del Distrito Federal y el Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos IFAI.

Consideramos que como parte de los compromisos de la COMAID, se encuentra impulsar la medición de la transparencia y el acceso a la información pública de cada entidad federativa, del Distrito Federal y de la Federación. A dicha medición se le ha denominado medición y diagnóstico de la transparencia y acceso a la información pública o mejor conocida como la Métrica de la transparencia.

La integración de la métrica de la transparencia ha estado encomendada a una institución académica de investigación a fin de garantizar la calidad y parcialidad y amplia cobertura de criterios a evaluar, así como la detección de oportunidades de mejora para el fortalecimiento del derecho de acceso a la información en cada entidad federativa, el Distrito Federal y en la Federación.

Que en los años 2007 se realizaron los estudios de esta Métrica de la transparencia por parte del Centro de Investigación y Docencia Económicas el CIDE y para 2013-2014 la COMAID determinó a través de un concurso abierto que la misma institución lleve a cabo el estudio correspondiente.

Que para el estudio de la medición y diagnóstico de la transparencia de acceso a la información pública que inicia el cuarto trimestre del año en curso, los 32 órganos garantes integrales de la COMAIP aportarán en conjunto 1 millón 897 mil pesos de los cuales el Info le corresponden 249 mil 556 y déjenme decir que esta cantidad le corresponde a nuestro Instituto dado que un ejercicio de justicia y equidad lo que aporta cada órgano garante está en proporción al presupuesto que recibe el mismo, ¿no? Somos la entidad, digamos, que más aporta después obviamente de a nivel federal que aporta casi el doble de nosotros, dado que tiene el doble del presupuesto que tiene este Instituto.

Consideramos que adicionalmente a la aportación que los órganos hacen para este estudio, el CIDE ha conseguido que la Fundación Hewltett Packard a través del propio CIDE aportará 400 mil pesos, por lo que el monto total del estudio ascenderá a 2 millones 297 mil pesos, lo cual, obviamente, pues garantiza un estudio más amplio y de mayor profundidad.

Que el CIDE fue constituido en la Ciudad de México el 25 de noviembre del 74 con objeto de producir y difundir conocimiento a través de la investigación científica sobre aspectos medulares de la red social contemporánea y contribuir al desarrollo del país, a través de un núcleo especializado de programas de docencia y vinculación de alta calidad, prioridad e impacto.

Que con base a lo anterior se hace necesario la celebración de un Convenio Específico de Colaboración entre nuestro Instituto y el CIDE y el objeto es establecer los términos y condiciones en los que se obligan ambas instituciones para la aplicación del estudio académico en materia de medición y diagnóstico de la transparencia y acceso a la información del Distrito Federal y en el resto de la República Mexicana.

Puntos de acuerdo son los siguientes:

Se aprueba la suscripción del Convenio Específico de Colaboración entre nuestro Instituto y el CIDE, conforme al documento que como anexo forma parte del presente acuerdo.

El presente acuerdo entrará en vigor al momento de su aprobación y se faculta al Comisionado Presidente para que, en su caso, se lleve a cabo las adecuaciones al convenio en comento, sin afectar la esencia de dicho documento.

Y se instruye al Secretario Técnico para que realice las acciones necesarias para la publicación del presente acuerdo en el portal de internet de nuestro Instituto.

Está a su consideración señores comisionados.

Si no hay ninguna observación, aquellos comisionados que estén de acuerdo en suscribir este convenio con el CIDE para la realización del estudio de la métrica y hacer la aportación respectiva que toca a nuestro Instituto, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad la suscripción del Convenio Específico de Colaboración entre este Instituto y el Centro de Investigación y Docencia Económicas, Asociación Civil.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acuerdo mediante el cual se aprueba la suscripción del Convenio Específico de Colaboración que celebrará la Universidad Autónoma Metropolitana, Unidad Iztapalapa, el Instituto Federal Electoral, el Instituto Electoral del Distrito Federal, el Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos Personales y el Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, el cual me voy a permitir exponer.

Yo les pediría que a la mejor pudiéramos obviar ya esta parte, porque son los mismos considerandos que permiten a este Instituto establecer convenios, etcétera, porque luego todavía tenemos otro que sigue, sólo me voy a referir a la parte específica que tiene que ver este convenio, digo por, ¿cómo se llama? Economía procesal, ¿no? Finalmente.

El Convenio que estamos firmando con estas instituciones, dos federales que es el IFAI y el otro el IFE y dos del Distrito Federal, que son nuestros compañeros del Instituto Electoral del Distrito Federal y nosotros, tiene como objetivo la realización y seguimiento del Diplomado Democracia de Transparencia a Partidos Políticos, déjenme decirles que es la tercera edición que tendríamos de este Diplomado que ha sido exitoso y que, por ejemplo, en su momento permitió la discusión y la inclusión en algunos estados de que los partidos políticos sean sujetos directos de esta cuestión, digamos, ése es el asunto del Convenio y creo que ahora también será muy oportuno dada la Reforma Constitucional que se avecina, donde ya los partidos políticos son constitucionalmente sujetos obligados, pues habría que empezar a discutir cómo se va a poner esto en la Ley General.

Entonces, creo que será muy oportuno y bueno, vienen relevos importantes en instituciones como el IFE, etcétera, etcétera, que digamos, era importante tener en consideración y creo que es muy oportuno.

El Convenio se suscribe para realizar este Diplomado, todos ustedes ya tienen el programa del mismo que estará empezando a mediados de noviembre y concluyendo el año posterior, éste obviamente, el Diplomado lo organiza y lo coordina académicamente la UAM y nosotros lo que hacemos es aportar académicos, o sea, o profesores que muchas veces son comisionados o consejeros o directores de estos propios institutos y obviamente profesores de la UAM Azcapotzalco, ¿no? Y la aportación, quedamos que aquí la aportación es igual para cada uno de los que suscribimos este Convenio, es de 65 mil pesos que es para el costo, digamos, que tiene el propio Diplomado, el pago de docentes, en este caso, de la UAM, el pago, digamos, de las instalaciones y de todos los servicios, la carpeta bibliográfica, etcétera, ¿no?

Entonces, pasaríamos ahora sí ya al Acuerdo. Entonces, las consideraciones son las siguientes.

Primero. Se aprueba la suscripción del Convenio Específico de Colaboración que celebrará la Universidad Autónoma Metropolita, Unidad Iztapalapa, perdón, dije Azcapotzalco hace rato, es Iztapalapa, perdón, el Instituto Federal Electoral, el Instituto Electoral del Distrito Federal, el Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos Personales el IFAI y el Instituto de Acceso, o sea, nosotros, el InfoDF conforme al documento que como anexo forma parte del presente Acuerdo.

Segundo. Se facultad al Comisionado Ciudadano Presidente para realizar las modificaciones de forma convenida con las contrapartes siempre que se respete la esencia del objeto del Convenio.

Tercero. El presente Acuerdo entrará en vigor al momento de su aprobación.

Cuarto. Se instruye al Secretario Técnico para que en el ámbito de sus atribuciones realice las gestiones necesarias para publicar el presente acuerdo en el portal de internet y en los estrados del InfoDF, respectivamente.

Está a su consideración señores comisionados.

Comisionado Alejandro Torres, ¿tienes algún comentario?

Si no hay comentarios, entonces, aquellos comisionados que estén de acuerdo en aprobar este Convenio con estas tres instituciones para realizar este Diplomado de Democracia y Partidos Políticos, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación, discusión y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acuerdo mediante el cual se aprueba la suscripción del Convenio Específico de Colaboración que celebrarán nuestro Instituto y la Contaduría Mayor de Hacienda de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal y el cual me voy a permitir exponer.

Bueno, nos saltaríamos nuevamente todas las consideraciones, ¿no hay una intermedia?

Bueno, es que aquí sí no están las consideraciones.

Que el 30 de enero de 2013 la Contaduría Mayor de Hacienda y nuestro Instituto suscribieron un Convenio General de Colaboración en el cual se establecen las bases de coordinación y cooperación en el ámbito de sus respectivas competencias con el fin de impulsar acciones conjuntas encaminadas al fomento, promoción de la transparencia, acceso a la información pública, rendición de cuentas, protección de datos personales, como son: cursos, jornadas, talleres, mesas de trabajo y seminarios.

Que entre la estrategia de colaboración de ambas entidades está la de brindar apoyo para la celebración de lo que será el Séptimo Seminario que se denomina “Hacia sistema integral de rendición de cuentas en el Distrito Federal”, que ustedes, se acuerdan, acordamos con el Contador en una reunión que tuvimos con él de impulsar un seminario sobre esta temática que nos cruza tanto a la Contaduría Mayor de Hacienda como a nosotros y un tema, creo muy relevante, que organizará el Instituto los días de mañana y pasado mañana y aprovecho la oportunidad para invitar a toda la gente a que nos acompañe en el Centro Cultural San Ángel de la Ciudad de México.

En ese sentido, tanto el InfoDF como la Contaduría Mayor de Hacienda tienen el interés de suscribir un Convenio Específico de Colaboración con el objeto de establecer las bases de apoyo y colaboración en la organización de este seminario, en el cual permitirá presentar un diagnóstico general y analizar y elaborar propuestas para la creación de un sistema de rendición de cuentas para el Distrito Federal.

Con base en el Convenio Específico de Colaboración, la Contaduría Mayor de Hacienda se compromete a aportar a nuestro Instituto la cantidad de 80 mil pesos por concepto de apoyo para la organización y desarrollo de este Seminario denominado, como ya lo dije, “Hacia un sistema integral de rendición de cuentas del Distrito Federal” y aprovecho la oportunidad para agradecer siempre la disposición y el apoyo de los compañeros de la Contaduría Mayor de Hacienda, pues para poder llevar a cabo este seminario en las mejores condiciones y que ellos colaboren, digamos, con esta aportación económica que nos permite solventar, digamos, el mismo seminario.

Los puntos de acuerdo son:

Se aprueba la suscripción del Convenio Específico de Colaboración que celebrará nuestro Instituto con la Contaduría Mayor conforme al documento que como anexo forma parte del presente acuerdo.

Segundo. Se facultad al Comisionado Presidente, ciudadano Presidente para realizar las modificaciones de forma convenidas con la contraparte, siempre que se respete la esencia del objeto del convenio.

Tercero. El presente acuerdo entrará en vigor al momento de su aprobación.

Cuarto. Se instruye al Secretario Técnico para que en el ámbito de sus atribuciones realice las gestiones necesarias para publicar el presente acuerdo en el portal de internet de nuestro Instituto.

Señores comisionados está a su consideración este proyecto de acuerdo, creo nadie estaría en contra, digamos, que nos ayuden a organizar el seminario, pero no sé si hay algún comentario.

De no ser el caso, aquellos comisionados que estén de acuerdo en aprobar este Convenio Específico con la Contaduría Mayor de Hacienda para poder recibir su aportación, la cual vuelvo a agradecer, para la celebración del Séptimo Seminario, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación del avance del Informe del Ejercicio del Derecho de Acceso a la Información Pública y de los derechos ARCO en el Distrito Federal correspondientes al tercer trimestre del 2013 y el cual me voy a permitir presentar.

Como ustedes saben cada trimestre estamos presentando, ya desde hace tiempo, cuál es la evolución en general que tiene estos dos derechos, esta información sacada del Sistema INFOMEX que nos permite tener, poder estar midiendo y palpando cómo va en los ejercicios de estos derechos.

Bueno, déjenme decirles que el número de solicitudes que tenemos hasta septiembre, esto es hasta el corte del 30 de septiembre, en este año, son 74 mil 776 a diferencia del año pasado que teníamos en este mismo periodo 660 mil 297, lo cual significa un crecimiento en este periodo respecto al periodo del año anterior de un 12.8 por ciento, lo cual, digamos, es un asunto positivo en términos de que creo que las campañas que se han hecho en delegaciones, las campañas de comunicación, pues han podido socializar más este derecho y con ello, digamos, un ejercicio mayor del mismo.

Simplemente, decirles que el día de ayer nos asomamos a INFOMEX y el número de solicitudes que traemos al día de ayer son alrededor ya de 91 mil solicitudes al día de ayer, digamos, como está evolucionando, por lo cual el cierre, obviamente, estará por arriba de las 100 mil solicitudes.

Por lo que se refiere al otro derecho, a los derechos ARCO, lo que tenemos es que en este año tenemos ya 4 mil 756 solicitudes, el año pasado a esta altura teníamos 3 mil 827, lo cual significa un crecimiento del 24.3, o sea, este derecho tiene un crecimiento mayor en términos relativos a lo que es el crecimiento del acceso a la información, dada, pues la novedad, digamos, de este derecho y creo que tenemos que insistir en el mismo, en la existencia de este derecho y no solamente de poder hacer solicitudes ARCO, sino de la posibilidad de denuncias o de garantizarle la protección a las personas de sus derechos, pero, bueno, estamos en una escala ascendente, en este sentido.

El total de solicitudes que tenemos es la siguiente: 74 mil, como decía de acceso y 4 mil 750, lo cual hace que las ARCO signifiquen el 6 por ciento del total de solicitudes, finalmente el número de solicitudes que ya traemos sumando las dos, dan alrededor de las 80 mil.

Nuevamente la gráfica, cuáles son, digamos, el top 15 de aquellos que reciben más solicitudes de información por parte de los ciudadanos, éste simplemente es un asunto para conocerlo, finalmente el ciudadano es el que define a qué ente, digamos, o cuál más le interesa, pero bueno, nos da también, digamos, cuáles son los temas, por ejemplo, seguridad, pues trae 2 mil 960 solicitudes, es el 4 por ciento del total de las solicitudes, la parte de desarrollo urbano y vivienda, pues que tiene que ver con todas las licencias y los usos de suelo, todo este tipo de cosas; la Miguel Hidalgo, 2 mil 69; la Oficialía Mayor, 2 mil 53, la Procuraduría General, Benito Juárez, Cuauhtémoc, la Contraloría, la Contaduría, la Asamblea, la Jefatura, etcétera, Finanzas, etcétera, y si ven, ya tenemos una, dos, tres, cuatro, cinco, seis, siete delegaciones, dentro de las 15, la mitad, digamos, de las 15 son delegaciones y esto que yo decía, ya no recuerdo qué día, y lo digo, hemos también descentralizado el derecho al acceso de la información, como que lo tenemos muy centralizado sólo en el ejecutivo y estas campañas, ¿son seis? Una dos, tres, cuatro, cinco, seis, seis, sí, estas cuestiones de que íbamos a las delegaciones, etcétera, pues se refleja en el número de solicitudes, pero también digamos, en cómo ya seis delegaciones están dentro de las 15, ¿no? Son más del 30 por ciento de las mismas y eso creo que es sano, porque es la autoridad más cercana a los ciudadanos, ¿no?

Bueno, estas 15 representan el 38.8 de las solicitudes, o sea, 15 entes de los 120 que tenemos, casi concentran el 40 por ciento de las solicitudes.

Por lo que se refiere a las ARCO, pues aquí sí las cosas no varían mucho, siguen siendo la Secretaría de Salud, toda la parte, pues de expedientes médicos, todo este tipo de cuestiones, que significa el 29.7. Lo que pasa es que muchas veces, vemos la Secretaría de Salud y no la vemos mucho aquí, a veces vemos a la Policía o a las Cajas, lo que pasa, hasta donde vemos, es que no les recurre, esperamos, porque está contestando bien en materia de derechos ARCO y lo sabe la Secretaría de Salud, es un sujeto, digamos, de los buenos en esos términos.

La Policía Auxiliar trae 739, 15.5, Servicios de Salud, otra vez, Vivienda, nosotros, Caja de Prevención, Secretaría de Seguridad Pública, Procuraduría, Oficialía, Finanzas, los Bomberos, la Consejería Jurídica, la Caja de Prevención de la lista y Secretaría de Transportes y Vialidad y Delegación Cuauhtémoc, aquí por ejemplo, sólo hay una delegación, ¿no? Éstas son 3 mil 662 solicitudes, o sea, 15 entes concentran 77 por ciento de las solicitudes ARCO, dos terceras partes de las solicitudes ARCO.

Éste es un poco la proyección que traemos, estamos pensando que el año a la misma tendencia, aunque tenemos siempre por cuestiones que a veces en los meses de, los últimos meses, noviembre y diciembre, aunque diciembre, bueno, sólo son 15 días, digamos, dado los días inhábiles, pero que estaremos cerrando 113 mil 880, de ser el caso, será el año en que este Instituto, bueno, el Distrito Federal más bien, nuestro Instituto tendrá el mayor número de solicitudes muy cerca o por arriba de las que se hacen a nivel federal.

Por lo que se refiere a los recursos de revisión, déjenme decirles que traemos menos recursos, traemos más solicitudes y menos recursos en el tercer trimestre del año, ¿sí? Traemos 1,597 recursos y el año pasado traíamos 1,789 a esta altura, esto para los jurídicos deben tenerlo también a consideración de que, digamos, y qué bueno, las cargas de trabajo, pues sean aminorado en términos de lo que fue, digamos, el año pasado.

Lo que significa una disminución del 10.7, pero la proyección aunque parezca contradictoria nos da que en el año, digamos, da la tendencia de los últimos años porque ésta no es sólo con este año, sino viene la tendencia acumulada, pues para ver un comportamiento que de todos modos, para que el Jurídico no lance a la fiesta y será al final del año 2 mil 318 solicitudes, ¿sí? Contra 2 mil 229, pero quiero volver a insistir, estamos hablando que el año pasado cerramos por 87 mil solicitudes, este año vamos a cerrar por 116 mil con un incremento de casi 90 recursos más, ¿no? Según, ésta es una tendencia, quiero que se entienda, no es una meta, es una tendencia, ni es un problema, es una tendencia.

Bueno, ¿cómo están los entes en términos de recurrencia? Aquí son dos tablas, como siempre, primero, ¿quiénes tienen más recursos, no importando, independiente de sus solicitudes? El que tiene más recursos de revisión es la Delegación Benito Juárez con 105 recursos, ahora su porcentaje de solicitudes recurridas es alto, pero no tan alto como otros que vamos a ver, porque él ha tenido 1,929 solicitudes, por ejemplo, vemos Protección Civil que tiene 79 recursos menos que los que tiene Benito Juárez, pero sólo tiene 716 solicitudes, por lo cual su índice de recurrencia es de 11 por ciento, ¿sí? Mucho mayor, más que el doble del de Benito Juárez.

No quiero, están las tablas, irme a todos, pero por ejemplo, el Instituto, aquí traemos un problema detectado que de verdad no hemos trabajado, autocríticamente lo digo, no conozco al titular, habría que hablar en su momento, que es el Instituto para la Integración al Desarrollo de las Personas con Discapacidad, bueno, sí lo conozco y estuvo con nosotros, nos acompañó en la feria, pero, digamos, no hemos entablado ahí un diálogo que yo creo que sería importante, porque trae 36 recursos de revisión, pueden parecer pocos o regulares, pero sólo tiene 116 solicitudes, lo cual nos lleva a un índice de recurrencia del 31 por ciento, o sea, de cada tres solicitudes le recurren una, en ese sentido, ¿no? Entonces, bueno, simplemente.

Bueno, para no hacer tan largo el asunto, tenemos estos 15 entes que más lo recurren, tienen 763 recursos, lo que significa el 32.8 del total de los, no, 47.9 del total de los recursos.

Y acá los ordenamos por índice de recurrencia, ¿sí? Y por ejemplo, pues obviamente el Instituto de Integración tiene 31, luego Protección Civil, el Fideicomiso a la Central de Abasto, aunque éste ya desapareció tuvo medio año de vida con nosotros, un poquito menos, entonces, bueno, está ahí, ¿no? Y bueno, están todos estos, no quiero tampoco mencionarlos, está la tabla, pero por ejemplo, Benito Juárez que aparecía en el otro como el primero, aquí es el séptimo, ¿no? En índice de recurrencia, o sea, a la mitad de la tabla. Estos significan 369 recursos que son el 23.2 por ciento de los recursos.

Bueno y nuestro índice de acceso, pues obviamente como tenemos más solicitudes y menos recursos, pues se ha mejorado, aquí aparte ya quitamos el asunto de la confirmación y de los sobreseimientos confirmados, los sobreseimientos light, lo cual nos lleva a un índice de acceso de 1.2 que dado el año coyuntural de 2009 que yo lo veo como una cosa coyuntural o, ahorita se me fue la palabra estadística, estamos, digamos, por debajo de la mayoría de todos los años o igualando el 2010 con 1.2, con un mayor número obviamente sí, de solicitudes en ese sentido.

Pues eso es compañeros, yo simplemente, ayer que veía el dato de las 90 mil solicitudes que traemos hasta ahora, no me cabe la menor duda que sí rebasaremos las 100 mil fácil, fácilmente y esto creo que, digamos, habla del trabajo que está haciendo el Instituto en términos de difundir y concientizar sobre la importancia de los dos derechos.

Pues eso es todo, señores comisionados, está a su consideración.

Si no hay…, Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Yo quisiera nada más destacar la parte de lo que tiene que ver con los derechos ARCO, porque como bien dijo finalmente es el que está creciendo más, ese ejercicio y yo creo que debemos insistir muchísimo como instituto en nuestras acciones institucionales para garantizar este derecho de acceso o rectificación, cancelación u oposición de los datos personales.

Hemos dicho y así es, que es un derecho fundamental, un derecho humano, hemos dicho también, al menos yo así lo considero, que la información personal es por excelencia la materia a comerciar en el Siglo XXI, es la mercancía del Siglo XXI, todos van sobre de eso, instituciones públicas o a instituciones privadas o empresas particulares, van sobre los datos personales y la economía en buena medida se está basando en eso, la capacidad de expandirse también tiene que ver con la posibilidad de, o su dinámica económica también tiene que ver con la parte del comercio de los datos personales, porque los datos personales bien sabemos sirven para generar perfiles, sirven para conocer cómo son las tendencias, preferencias, gustos o disgustos del consumidor y a partir de ello se hacen ya productos y servicios a la medida y todo eso está muy bien en aras de un crecimiento económico, una cuestión dinámica, lo mismo el negocio muy modesto que las grandes empresas trasnacionales, muchas de ellas, es muy legítimo, el problema es que no se puede hacer de una manera así anárquica, sin reglas, porque estamos hablando de una materia muy sensible que es la protección de los datos personales que tiene que ver con la privacidad, con la intimidad, con las preferencias de las personas, con la información que le concierne.

Y en ese sentido yo destaco también algo que hace un rato comentó el Maestro Guerra que tiene que ver con la Reforma Constitucional, es una Reforma Constitucional que está todavía en proceso, esperamos que no tarde mucho y después va a venir un gran reto que es la Ley General de Protección de Datos Personales y ahí tendrá que reflejarse en esa normatividad, precisamente este cuidado, poder equilibrar el cuidar, el proteger, el garantizar este derecho humano, de la protección de los datos personales, con también la libertad de las personas, en un momento dado, para proporcionar sus datos si así lo desea, pero que sea de una manera consciente, informada que realmente haya voluntad de proporcionar sus datos y que proporcione exactamente los datos que sean necesarios para su beneficio y no aquellos que le perjudican, porque a veces la misma persona sin saberlo da información y se pone en riesgo.

Entonces, son cosas que hay que tener muy en cuenta y sobre los que ahí que, como Instituto, seguir llamando la atención para que la gente cuide sus datos personales y se acerque también a las instituciones -y con ello termino- se acerque a las instituciones como el InfoDF o bien al IFAI y precisamente, el IFAI y los órganos garantes locales estamos en esa dinámica de mayor capacitación, de mayor coordinación y comunicación para poder orientar a la persona cuando se acerque a nosotros, no importa que sea una cuestión que le competa al IFAI, poderle dar la orientación y que pueda finalmente acudir a la instancia adecuada a ejercer ese derecho, eso es lo que nos debe importar, la persona en primera instancia y con ello concluyo.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Si no hay más, entonces, daría por presentado este Informe de la cuestión del derecho al acceso y de los derechos ARCO.

Comisionados ciudadanos de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo de los siguientes puntos del Orden del Día, consistente en la presentación, discusión y, en su caso, aprobación de los Proyectos de Resolución de Recursos de Revisión interpuestos ante nuestro Instituto en materia de solicitudes de acceso a datos personales y no hay sólo de acceso a datos, sino hay otro que ya hoy es de cancelación, si no me equivoco, de acceso y cancelación a datos personales y de acceso a la información pública.

Entonces, como ya es acuerdo de este Pleno, vamos a iniciar con los recursos de revisión en materia de datos personales y le pediría a la Directora Jurídica, a la cual también le damos la bienvenida, a la Licenciada Diana Hernández, pudiéramos iniciar con el recurso de datos personales 0050.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO, DIRECTORA JURÍDICA.- El ente obligado es la Procuraduría General de la Justicia del Distrito Federal, expediente RR.SDP.0050 de 2013.

Se solicitó la cancelación de los datos registrales del particular derivados del Registro NCP090706750048C.

El ente obligado respondió que no es posible llevar a cabo la cancelación de los datos personales, pues si bien en la base de datos del Sistema Automatizado de Identificación de Huellas Dactilares AFIS de esa Instituto se encontró, en relación con el dato referido por el particular, un registro a su nombre procedente del Juez Vigésimo Penal, lo cierto es que el registro en comento fue solicitado y realizado por el Juez en cita, situación por la que en ese sentido debería dirigir su solicitud al Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal.

El recurrente se inconformó manifestando que el ente obligado es quien cuenta con la base de datos del Sistema Automatizado de Identificación de Huellas Dactilares y no el Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal.

En ese sentido del análisis conjunto a la solicitud de cancelación la Ley de Protección de Datos Personales para el Distrito Federal, los lineamientos en materia de datos personales, la Ley General que establece las bases para la coordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública, el acuerdo 65/99 del Consejo Nacional de Seguridad Pública y la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública así como de la consulta realizada al Sistema Persona habilitado por el IFAI, se advirtió que si bien la vía intentada por el particular resultó de inicio ser la conducente para solicitar la cancelación de los datos de su interés.

Lo cierto es que el ente recurrido, no resulta competente para determinar la procedencia o improcedencia de la cancelación de estos, sino un órgano desconcentrado federal, pues aún y cuando en el ejercicio de sus funciones la autoridad recurrida implementó y tiene acceso al Sistema Automatizado de Identificación de Huellas Dactilares, ello fue por disposición de legislador federal para integrar y dar paso al funcionamiento del Sistema Nacional de Seguridad Pública.

Por lo que en ese sentido se concluyó que el ente público no debió orientar al recurrente a un ente local diverso para presentar su solicitud, sino a exponer las razones por las que no resultaba competente para resolver la cancelación de los datos personales.

El sentido del proyecto que se propone es revocar la respuesta impugnada y ordenar al ente obligado que indique al particular de manera debidamente fundada y motivada los argumentos por los cuales resulta incompetente para resolver sobre la procedencia o improcedencia de la cancelación de los datos de su interés.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Luis Fernando Sánchez.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- De acuerdo con el sentido del proyecto; sin embargo, dada la importancia al tema planteado se estima conveniente destacar lo siguiente:

Mediante una solicitud de datos personales el particular requirió a la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal la cancelación de los datos registrales derivados de un registro vinculado con una base de datos de huellas dactilares.

Ahora bien, en la resolución se estima que el ente público no es competente para resolver la procedencia de la cancelación de datos solicitada.

Lo anterior conforme al análisis efectuado a lo dispuesto por la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, por conducto de su Centro Nacional de Información perteneciente al Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública órgano desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, es decir, un órgano federal.

En ese sentido debe destacarse que conforme a lo dispuesto por la normatividad aplicable en la materia, lo ajustado a derecho es que tal y como lo advierte el proyecto el sentido sea revocar la respuesta impugnada y se le ordene al ente público que con fundamento en los artículos 32, segundo párrafo en relación con el 21, fracciones V y XI de la Ley de Protección de Datos Personales para el Distrito Federal, le informe al particular que no es competente para resolver sobre la cancelación solicitada.

Sin embargo, se estima conveniente resaltar que el asunto de mérito trae a colación temas tan importantes como el del derecho al olvido, el derecho humano a la dignidad, así como una llamada de atención para revisar la normatividad aplicable a la materia de datos personales en el Distrito Federal.

Lo anterior se considera así, ya que conforme al criterio jurisprudencial emitido por el 5° Tribunal colegiado en materia civil del primer circuito, debe entenderse por dignidad humana el valor supremo establecido en el Artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud del cual se reconoce una calidad única y excepcional a todo ser humano por el simple hecho de serlo, cuya plena eficacia debe ser respetada y protegida integralmente sin excepción alguna, destacando además que este derecho es la base por medio del cual las personas desarrollan a la vez otros derechos, tales como la integridad física, el honor, a la privacidad, al nombre, a la propia imagen y al propio derecho a la dignidad personal.

Así el Artículo 1° párrafo tercero Constitucional establece como obligación para todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias el promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad.

En ese sentido el Pleno del InfoDF al ser un órgano obligado a actuar con apego a dicho ordenamiento constitucional, considera importante poner el asunto, materia de este recurso, como un tema importante para su revisión por parte de los legisladores ya que implica cuestiones que escapan de la esfera de la regulación vigente y que son de suma importancia para garantizar al mismo tiempo los derechos humanos de cada persona, pero en equilibrio con la seguridad jurídica de la sociedad, debido a que se vincula con conductas delictivas, seguridad pública, protección de derechos y el desarrollo de investigaciones policiales.

Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Gracias, Comisionado.

Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias, muy buenos días a todos mis compañeros queridos del InfoDF.

El tema que nos ocupa sin lugar a duda tiene una relevancia fundamental, estamos hablando precisamente de una solicitud de cancelación de datos personales, particularmente biométricos o de carácter sensible que tienen que ver con un tema específico, como bien lo mencionaba el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, que son bases de datos en donde evidentemente está integrada información personal de quienes han tenido un proceso judicial, han sido sujetos a proceso y evidentemente han sido condenados o no, generalmente han sido condenados, porque la AFIS que es finalmente, el Sistema de Datos Personales Federal que controla precisamente, pues el Secretariado Ejecutivo Nacional de Seguridad es quien tiene esta base de datos.

Pero a eso me quiero referir, porque es cierto, yo creo que tenemos que poner atención en el asunto, ¿por qué? Porque esa base de datos, lo voy a decir un poco así, bruscamente, perdónenme, se está convirtiendo en una base de datos meta, meta datos, es decir, nadie tiene en realidad control sobre esa base de datos, la ley como viene, es decir, todos los órganos o todos los estados que integran el Sistema Nacional, entregan la información y al entregar la información, evidentemente todo mundo tiene conexión con este asunto, pero el tema está en que en los estados debe de haber, por supuesto, una base de datos para entregar esa información, o sea, seguro estoy, aunque nosotros no tengamos evidencia registral del asunto, o sea, no tenemos evidencia registral de que exista un sistema de base de datos con esas características, lo único que tenemos registrado en el Distrito Federal, es el Sistema SAP que es el asunto de las averiguaciones previas en donde hay evidentemente una serie de datos importantes de todo el proceso y lo que existe en los juzgados, pues no tenemos más evidencia.

Yo un poco llamo la atención en este primer asunto, ¿por qué? Porque si no tenemos o no hay la posibilidad de entender y de identificar esta base de datos, porque hay una base de datos que se transmite a la Federación, o sea, no se transmite otra cosa, sino una base de datos que además fue cedida en 94, 95 a la Federación; es decir, había una información, ficheros, algo que eran transmitidos y que en esa transmisión y que va a surgir bajo esa lógica, la persona pierde la capacidad de control de sus propios datos personales y eso me parece importante resaltarlo, ¿por qué? Porque finalmente, el asunto de la cancelación en esta solicitud, la persona va a tener problemas para ejercerla, porque si bien es cierto que lo puede hacer a través del IFAI, pues resulta que en el capítulo que responde a datos personales en el IFAI no hay cancelación de datos personales, solamente hay oposición y rectificación, ¿por qué? Porque la Ley de Transparencia Federal está pensada para el asunto de los documentos, no para la protección de datos personales.

Y me parece muy pertinente que ahora que venga el asunto de la reforma, pues se pueda establecer claramente toda una serie de mecanismos institucionales y legales para que todo mundo tengamos la capacidad de regular y de controlar nuestros datos personales.

Me parece que en el caso que además nos ocupa es, digamos, como se maneja en el mundo de los datos personales, es el encarcelamiento del alma y el derecho al olvido, es evidentemente una nueva relación que se está ejerciendo entre las personas frente al Estado, en donde evidentemente la información que tiene el Estado que tiene que ver con su imagen, que tiene que ver con la información se convierta en un dispositivo mucho más poderoso que el encarcelamiento o el dispositivo corporal de castigo y que evidentemente, a mí me parece que es necesario ejercer en las últimas consecuencias el tema del derecho al olvido, que no es otra cosa, sino el derecho a la cancelación de los datos, una vez que evidentemente esta información tiene límites en el tiempo y también una finalidad en el asunto del tratamiento y me parece que bajo esos dos principios es necesario generar un principio de derecho al olvido.

Ésta, digamos, sí se estuvo revisando por parte de Jurídico ociosamente por dónde podíamos generar un mecanismo del asunto, pero yo le digo tenemos, tenemos problemas con el asunto porque yo estoy seguro que cada vez que hay una base de datos que se transmite a la Federación y que esa base de datos, evidentemente, contiene datos biométricos sensibles de las personas y que son transmitidas y que evidentemente, debe de haber, o sea, un poco lo que digo es que a futuro deberíamos de generar las condiciones institucionales y legales de tal manera que cada uno de los estados tenga la posibilidad de tener un sistema de datos personales.

Porque además, yo lo que siempre he alegado es que evidentemente, los sistemas de datos personales son muy nuevos, o sea son un instrumento muy novedosos y evidentemente antes había datos personales, había datos metidos en bases de datos, en ficheros, en una serie de cosas que, digamos, con esta regulación del asunto de los sistemas, muchos se están quedando fuera y me parece que lo que necesitamos hacer también es trabajar, precisamente, para que todos los datos que no están en los sistemas, pueda haber un asunto de encontrarse en sistemas para generar, por supuesto, una mayor protección en el asunto.

Sé también que en la ley de nosotros –y con esto concluyo, perdónenme por el asunto del tiempo, ¿no?- Sé que en el asunto del tratamiento de los datos personales en el Artículo 16, en la fracción V, pues está claramente establecido el asunto de que la transmisión se encuentra expresamente previsto en una ley, es el caso, es el caso, evidentemente, pero me parece también que esta ley tiene una serie de bondades importantes y una de las bondades importantes que tiene es que, para hacer la transmisión y la sesión de esos datos en una base a otros, deba, evidentemente, haber consentimiento.

Es decir, tú puedes recabar, en el caso de Seguridad Pública – como lo mencionaba el Comisionado Sánchez Nava- puedes recabar datos personales, puedes hacer una recabación, puedes hacer una serie de cosas, pero no puedes transmitirlos sin consentimiento expreso de la persona.

Y me parece que, digamos, sé que esta ley tiene muchas similitudes con el asunto de la española, que haya en Europa el asunto han pasado, precisamente, de que el dato personal es un asunto económico a la protección de la persona y me parece que por eso tenemos esta excepción que puede leerse en sentido contrario, en contrario sensu a lo que establece el asunto del tratamiento de datos, pero me parece que es fundamental hacer una lectura de la ley, que nos permita, precisamente, cómo protegemos el asunto.

Si la hipótesis de la persona hubiera sido “cancélame datos, todos los datos que yo tengan en los ficheros, expedientes o eso” posiblemente otra suerte hubiera ocurrido a la solicitud, porque entonces, sí hubiéramos podido entrar a fondo del recurso y revisar bajo la lupa de los principios del tratamiento, de finalidad, de temporalidad, de licitud, el asunto de datos personales en trance, posiblemente pudiéramos haber ejercido un proceso de cancelación.

Lo que pongo, digamos, en la mesa es el asunto de qué necesitamos hacer en términos institucionales y del andamiaje para poder generar un mecanismo que proteja el dato y que permita, precisamente, lo que creo es permitirle a las personas que una parte de su pasado que evidentemente los condena, no se convierta en un terrible signo de discriminación, porque también en nuestra Constitución se establece, básicamente, en el 5° la posibilidad de la readaptación, en el 15, perdón, la readaptación social y en el 16, por supuesto, la protección de nuestros datos personales a través del ejercicio de derechos ARCO.

Entonces, creo que vale la pena hacer un pronunciamiento, creo que jurídicamente no podemos hacer mucho más, me parece que tenemos una imposibilidad en términos de la misma Federación, no va a poder hacer un asunto de cancelación de datos, pero si la hipótesis fuera otra, tal vez, tal vez, pudiéramos entrar a fondo y ver la pertinencia  o no en términos de la cancelación de sus datos personales.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias, respaldando los comentarios que han hecho mis compañeros comisionados, Mucio Israel Hernández y el Comisionado Sánchez Nava también, yo nada más quisiera agregar ahí.

Me llamó mucho la atención cuando se le pregunta, cuando llena su formato para solicitar la cancelación de sus datos, en el campo que dice: “En caso de solicitud de cancelación, indique las razones por las cuales considera que sus datos deben ser cancelados” y él dice: “Por ser requisito indispensable para mantener mi trabajo”, qué fuerte es esa declaración, lo que ahí está diciendo, porque como lo ha planteado ya, hace unos segundos el Comisionado Hernández, y hay un problema ahí de la persona que pudiera estar imposibilitada de ejercer otro derecho tan fundamental como es el trabajo.

Hay una cuestión de discriminación también ahí, ¿no? Una cuestión de la dignidad y entonces, uno se pregunta y qué hacemos entonces, con todo este esquema que tenemos de impartición de justicia y la reinserción social, entonces, la tendríamos qué pensar, porque lo vamos a estar castigando siempre, siempre, así, por lo que sea, así haya sido algo menor, siempre quedará su registro y entonces, pareciera que estamos más bien en el lado de la cultura de los Estados Unidos o en fin, anglosajones que eso sí para ellos no existe el olvido, al contrario es algo con lo que has de cargar todo el resto de tu vida, y todavía más allá, ¿no? Tu memoria y yo creo que eso no es coincidente con nuestra cultura y tampoco con nuestra vocación de respeto a la dignidad humana y a los derechos humanos.

Por eso es que cuando se venga la Reforma Constitucional, cuando concluya y haya que trabajar en la Ley General de Protección de Datos Personales y para futuras, porque la ley finalmente y la Constitución misma tendrá que ir evolucionando más, plantearnos precisamente estos temas específicos y jalar en conjunto la Federación con los estados y los municipios, porque como bien se ha apuntado aquí, bueno hay una comunicación, una coordinación, un enlace y parece que estamos en cuerdas distintas y entonces, la normatividad local no parece ir en coincidencia, yo quiero ver que el Distrito Federal le diga a la Federación, sí te paso todos mis datos respecto de averiguaciones previas del último mes, pero tú dame por escrito que vas a cumplir con las garantías que yo exijo, ¿no? Para el tratamiento de estos datos personales aquí a nivel local, se votan de risa.

O sea, la verdad es que tenemos que armonizar todo el marco normativo en el país para poder transitar en esta ruta, por supuesto, que hay una necesidad de seguridad pública, es la principal exigencia de la población, de los ciudadanos, pero no puede ser a costa de estos derechos tan fundamentales, o sea, sí hay límites, no puede ser absoluto, ¿no? De ninguna manera.

Y bueno, solamente es una llamada de atención sobre este tema, es una solicitud que ya en lo particular también, lamentablemente no, no da para más, quizá en otra hipótesis podría haberse hecho algo, pero no en este caso, por lo tanto, pues es adecuado el proyecto que se nos presenta, yo estoy de acuerdo con él.

Y ya como última acotación, nada más pasaré a la Secretaría Técnica una observación meramente de forma para corregir una fecha ahí, que no tiene mayor problema.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- De acuerdo con el sentido de la resolución y de acuerdo con algunas cosas que se han dicho aquí y en otras, no es que no estoy de acuerdo, tengo un punto de vista distinto, en esa cuestión.

Me queda claro que no podemos ir más allá, pero, primero en lo que sí estoy de acuerdo es que hoy todos los ciudadanos que ceden un dato a nivel federal, a instituciones públicas, pues están limitados, digamos, para poder oponerse o cancelarse a ésta, a la publicación o al tratamiento de estos datos, eso es una limitante que ojalá, obviamente, como ya lo decía el Comisionado Alejandro Torres, se solucione con la Reforma Constitucional, que como dijo, ojalá ya venga en la Reforma.

Ahorita hay una limitante que muchas veces, que yo no sé por qué en su momento no se corrigió cuando se hizo la Ley de Datos Personales en protección de particulares, pudo haberse emitido una ley en ese momento también de protección de datos en posesión, digamos, porque en la de particulares ya está, digamos, estos dos conceptos.

Pero bueno, es un asunto que pues hay que corregir, digamos, como país en ese sentido, porque muchos tenemos relaciones con institutos federales, o sea, que es algo, ya sea uno viva en el Distrito Federal, viva en Chihuahua, o sea, es un paraguas que nos cubre a todos, digamos, con Hacienda simplemente, ¿no? Por poner un ejemplo, ¿no? Pero es una limitante que creo que, digamos, sí se debe corregir y ojalá se corrija con esa reforma y sobre todo con la Ley General en la materia, a mí no me cabe la menor duda, digamos, está claro que estos, los derechos deben ser los cuatro en ese sentido.

La otra cuestión es el asunto de la cancelación de algunos datos, de algún tipo de datos, digamos, no tanto por el tipo de datos si son sensibles o no sensibles, sino de dónde proceden y digamos, cuál puede ser su uso y en todas, en nuestra propia ley existe la posibilidad que los (…) de datos personales con fines policiacas para la prevención en conducta delictiva o en materia tributaria, podrán negar el acceso, rectificación, oposición o cancelación, está en nuestra ley, en el 12.

Entonces, dice, bueno entonces, la gente, leyendo un poco lo que decía Alejandro Torres y entonces, pues por mi trabajo, ¿no? Entonces, no hay derecho al olvido, o sea, en ese sentido.

Creo que ahí, digamos, habría que tratar las dos cuestiones, esta persona y creo entenderla, digamos, no la conozco que hace esta asociación, lo que tiene miedo es que sus datos que están ahí tengan un tratamiento irregular, o sea, que sean transmitidos, digamos, para otros fines que no son para los que él los entregó y que obviamente, pues que en Google, en una cosa así salga que el señor, digamos, cumplió determinada sentencia, etcétera, y no sé si hasta las huellas dactilares.

Hay que tener claro que, digamos, las huellas dactilares se toman para un fin específico y para evitar la reincidencia de muchos de ellos, en ese sentido, sin calificar a nadie, digamos, no puedes calificar a nadie, todo mundo tiene derecho, digamos, a la dignidad, al restablecimiento de sus y más pagada ya una condena, en este tipo de cuestiones, pero tampoco puedes, se puede negar, digamos, esa posibilidad, en este país la hemos vivido, digamos, algunos hasta se nos fue en la cirugía plástica, ¿no? En ese sentido de, y este es un dato que, digamos, aquí el problema y lo que debe de estar claro es que esta información debe estar altamente y fuertemente protegida y no ser utilizada, digamos, para ese sólo y exclusivo fin y entonces, que el señor no tenga ningún temor que ahorita en México lo tiene, ¿eh? Yo lo tendría, no me cabe la menor duda, por eso coincido con él, porque pueden estar en Tepito, digamos, las huellas dactilares de todos, ¿sí? Ése es el temor real del señor y entonces, la única solución que me dice es que sabes qué cancélamelos, ¿no? Porque pues ahí muere, ¿no? En ese sentido.

Yo no sé, digamos, habría que ver, hasta dónde, se me hace que en muchos, en la gran mayoría, bueno, yo diría que casi en todos, algunas excepciones, o sea, la cancelación cuando el fin ha dejado de existir, digamos, para el que fue recabado el dato, pues está todo el derecho, digamos, a la oposición o a la cancelación, en estos casos, digamos, lo que hay que hacer es equilibrar, digamos, dos posibilidades, ¿no? No quiero, digamos, o sea, coincido con todo lo que se ha dicho, pero que también hay que tener esta cuestión y de verdad, lo que teme este señor y lo que teme la gente es a ese mal uso que se le da a esta información, ¿sí? De esta, digamos, comercialización y entonces, que todo mundo va a pedir, digamos, va a pedir un trabajo, él ya pagó su condena, digamos, una gente con todas las posibilidades y condiciones, digamos, a poder restablecer su vida y que pues cualquier vecino sepa que las huellas dactilares o que él tuvo determinado procedimiento.

O sea, eso es lo que se debe de garantizar que ese asunto no suceda, ¿no?

Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Digo, es un ejercicio teórico, por supuesto, mi querido maestro, pero, o sea, yo no coincido evidentemente en que el tema de la seguridad y la procuración de justicia se conviertan en un mecanismo que marque eternamente a las personas.

Creo que está establecido el tema de la recabación de los datos, sobre todo que se mantienen, que es ése es ahí el problema, el asunto de por qué estar actualizando un dato que como bien decía el Comisionado Alejandro Torres, permanentemente lo va a estar juzgando, es decir, cada vez que acceda al asunto lo va estar juzgando y va a actualizar lo que sucedió hace 16 años, ¿no? Eso me parece que es un asunto que discrimina y que evidentemente marca a las personas y que el juzgador en determinado momento que la persona vuelva a ser reincidente del mismo delito tendrá elementos, otros elementos, precisamente para saber su expediente y poderlo juzgar de manera adecuada.

Sé que la tendencia en cuestiones de seguridad es precisamente los datos biométricos para que no, biomédicos para que no exista error de a quién se está evidentemente juzgando, pero también creo que está sujeto al asunto de la prescripción del delito, o sea, el dato no puede ir más allá de la prescripción del asunto del delito y en casos, digamos, de robos, robos simples y esas cosas, pues la prescripción está acotada en el asunto del tiempo y por lo tanto no se pueden actualizar más allá los datos de eso, porque si no sí tenemos un problema, o sea, tenemos un problema con qué, con que tenemos una base de datos que es una meta base en donde nadie tiene el control y permanentemente se está criminalizando a las personas, son dos posiciones, ¿no? Son dos posiciones, yo sí creo que la garantía del Estado tiene que estar precisamente en garantizarle los derechos fundamentales a las personas y un derecho fundamental de la persona, es precisamente a no sufrir discriminación y una reinserción social y plena, y en ese sentido, pues es el asunto de la cárcel del alma se ha convertido en un elemento fundamental peor que ser condenado.

Y creo que la persona en este caso, digo, no está pensando en que se ingrese al Google o esas cosas, está pensando en el ejercicio de un derecho fundamental como es el asunto del trabajo, porque dice, haber antecedentes penales y piano, como le dicen los abogados y por una cosa de hace 16 años, va a volver a actualizarse el asunto, ése es el tema que creo que tiene que ver con la perspectiva del derecho fundamental de los datos y el derecho al olvido, pertinencia, finalidad en el tratamiento de los datos. Evidentemente estoy de acuerdo con medidas de seguridad altísimas, ¿no? En estos casos, no solamente por ser datos biométricos o datos sensibles, sino por el tema de que tampoco pueden andar rodando por ahí.
C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Comisionado Presidente tiene la palabra.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, no, es que los argumentos es cumplirá la pena, obviamente, él tiene el derecho al trabajo y a todos los derechos de una persona, digamos, debe tener, ¿sí?
Entonces, pero cuál es lo que estamos discutiendo aquí y cuál es el temor, que obviamente ese pasado que ya, digamos, cumplió, etcétera, no siga, digamos, discriminando en ese sentido ¿y eso cómo se puede dar? Se puede dar si Juan Camaney tiene acceso a esa información, ése es el problema real, ése es el problema real y aquí la palabra que el Comisionado, nadie tiene control, estoy de acuerdo, ahorita. Lo que se trata es de que haya control, y en el momento en el que él, digamos, y es lo que la ley le debe garantizar, ¿sí?
En el momento que él, digamos, vaya a un trabajo y sacaran un argumento de este tipo, él, digamos, puede de manera denunciar porque el dato que él entregó, que ha terminado ya su finalidad, ¿sí? Ha sido mal usado, ha sido transmitido y eso, digamos, no solamente es la reparación del daño, digamos, por toda su vida, en ese sentido.
Eso es hacia donde va la intención, me reparas el daño, toda mi vida además, a esas gentes en Europa les dan dinero para que vivan toda su vida, por un mal uso de una información que ya no es ningún factor, pero eso es lo que hay y debemos de proteger el dato, digamos, la oposición, nuestra propia ley lo dice, es cuando hay un mal uso de esa información, aquí lo que debemos de ver.

El caso restante en la cancelación, pero en la cancelación de datos, el denunciado deberá señalar las razones por las cuales considera que el tratamiento de los datos no se ajusta por lo dispuesto a la ley, no será cancelado en ese momento y tenemos que ir más allá, tendrá que ser reparado el daño totalmente que se le ha causado ese mal uso de esa información, pero la información como tal sí está totalmente resguardada con toda la, puede seguir en determinados casos porque también hay un bien común, un bien público en ese sentido que hay que defender, ¿sí? Y que no está sacado de la nada y ahora en el seminario ese que acabamos, qué bueno que lo estamos haciendo, podamos discutir este tipo de cosas.

En Europa no es que se borren todos los datos entre una seguridad, se protegen perfectamente, ésa es otra cosa, ¿sí? Se blindan perfectamente, eso es a lo que hay que aspirar, no que el señor con toda la razón diga, no, aquí en Tepito, digamos, está la base de datos de todos los que hemos sido condenados y que hemos cumplido penas, etcétera.
Eso es lo que hay, digamos, que hay que evitar para proteger su derecho fundamental, su derecho a la vida, su derecho al trabajo, que tiene todo el derecho, y no se da simplemente con la cancelación, creo que se da garantizando los niveles de seguridad y protección y si hay un mal uso, digamos, con la resolución total del daño causado, económica, social y todo lo que sea.
Comisionado Luis Fernando.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Nada más, por eso lo dejé en el pronunciamiento de que se debe todavía hacer un análisis, un estudio por la cuestión de los dos derechos que se deben de proteger, el tema de la protección de la dignidad de la persona humana que no puede estar siendo juzgada permanentemente hasta su tumba, eso no puede suceder y se utiliza, hasta donde entiendo, creo que en el Distrito Federal ya no se pide la carta de antecedentes penales, a nivel federal creo que todavía subsiste en algunos estados de la república, yo creo que la tendencia es desaparecer esa carta porque es un acto discriminatorio, ésa es la realidad.

Por otra parte, es lo que comentaba el Comisionado Oscar Guerra, esos datos sí tienen que quedar completamente resguardados por dicha autoridad y tan, tan, para una cuestión de reincidencia por si la persona tiene una cuestión de reincidencia aquí y en diez años volvió a cometer el mismo delito en otro estado de la república, por eso este convenio. Sin embargo, lo que debemos evitar es que esos datos se transmitan o se retransmitan a personas ajenas y que puedan ser utilizados con otros objetivos.

Entonces, por eso yo lo que comentaba es que tenemos que analizarlo, es un tema de regulación a nivel federal y a nivel local donde debemos de preservar estos derechos y por supuesto que tiene que quedar, debemos ver el tema del derecho al olvido, o sea, no podemos estar siendo juzgados toda la vida y es un tema que se debe de analizar y yo creo que se tiene que revisar por parte de los legisladores.
Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Si no hay más, creo que, bueno, es un tema que, digamos, abre una posible, digamos, área de discusión y análisis y ojalá este Instituto con lo que está organizando a nivel de datos personales podamos un día también retomar, digamos, este tema, ¿no? Comisionado Mucio y Comisionado Torres que están en este seminario o a ver, en otro que estamos planteado porque creo que sí es un tema y ahora que hemos salido tenemos varios compañeros ponentes que a la mejor nos podrían ayudar a dilucidar europeos o latinoamericanos en ese sentido.

Bueno, voy a pasar a la votación del recurso.
Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 0050, Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal el sentido sea revocar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, voy a pasar a la votación de aquellos recursos en materia de datos personales que no han sido reservados por ningún Comisionado, pidiéndoles que si hay alguna observación de forma, se haya llegar a la Secretaría Técnica.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 0050, Procuraduría General, perdón, el Recurso 0055, Policía Auxiliar del Distrito Federal el sentido sea modificar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.
C. OSCAR GUERRA FORD.-  Entonces, vamos a pasar ahora a los recursos de revisión en materia de acceso a la información que han sido reservados por alguno o varios comisionados.

Iniciaríamos con el 1245 y su acumulado 1317.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Autoridad de Espacios Públicos del Distrito Federal y Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, expediente RR.SIP.1245 y RR.SIP.1317 de 2013, acumulados.

Se solicitó información y documentación relacionada con la ubicación anterior y actual de los anuncios reubicados al amparo del Programa de Reordenamiento de Anuncios y Recuperación de la Imagen Urbana y nombre de los titulares de los anuncios.

El ente obligado respondió que el folio con terminación 48913 de la Autoridad de Espacio Público orientó al particular para que presentara su solicitud ante la SEDUVI y en los folios con terminación 76113 y 76114, la SEDUVI orientó para que los presentara ante la Autoridad del Espacio Público.

El recurrente se inconformó porque ambas autoridades cuentan con la información solicitada, pues las empresas que se integraron al Programa de Reordenamiento de Anuncios y Recuperación de la Imagen Urbana, les notificaron los inventarios de sus anuncios con la ubicación de cada uno, además de que tiene facultades para asignar el lugar en que se reubicaran los anuncios, más aún la Autoridad del Espacio Público reubicaba los anuncios, realizar las minutas de trabajo y reconoce la preexistencia de los retiros de anuncios.

En ese sentido se advierte claramente que no se inconformó con la forma en que fue atendido el requerimiento 3 de sus solicitudes, por lo que quedó fuera de la litis.

Ahora bien, del análisis de la normatividad que rigen los actos de la SEDUVI y de la Autoridad del Espacio Público, el amparo del programa referido por el particular, se advierte que tanto la SEDUVI como la Autoridad del Espacio Público son competentes para atender las solicitudes de información, pues ambas recibieron solicitudes de reubicación de los titulares de los anuncios, llevan a cabo el procedimiento de reubicación de los mismos y forman parte del Consejo de Publicidad Exterior quien conoce y, en su caso, aprueba las propuestas que haga la Autoridad del Espacio Público sobre la reubicación de los modos publicitarios, entre otros.
El sentido del proyecto que se propone es revocar las respuestas emitidas por ambos entes.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- De acuerdo con el sentido del proyecto, nada más considero que es necesario desestimar cada una de las manifestaciones del particular y mantener como agravio la respuesta de la no competencia del ente obligado. Esto debido a que de la lectura íntegra de las manifestaciones del particular, se puede observar que su inconformidad radica en el no acceso a la información, así como la orientación al particular.

En ese sentido no es posible sacar de la litis el punto 3 de las solicitudes de información como un acto consentido, ya que el particular se queja de toda la solicitud, por lo que se debe eliminar la referencia de la página 58 a 60 y analizar la competencia de los entes para atender dicho requerimiento en ambas solicitudes y en consecuencia revocar la respuesta de los entes obligados para que respondan la solicitud, ambos sujetos, y por ese motivo debemos referir que ambos entes públicos deben informar, sobre todo, los puntos de dichas solicitudes.

Si no hay más, entonces, voy a someter a votación.
Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido del 1245 y su acumulado 1317, Autoridad del Espacio Público del Distrito Federal el sentido sea revocar y le dé, simplemente que se estime también cada una de las manifestaciones del particular y mantener el punto 3 dentro del análisis.

Los que estén de acuerdo, comisionados, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.-  Pasaríamos al recurso 1334.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Secretaría de Gobierno, expediente RR.SIP.1334 de 2013.
Respecto de la cuenta catastral de un determinado predio, correspondiente a una fracción del inmueble graficado en el plano número 1363A/1 del 1° de marzo de 1993 del Pueblo de San Nicolás Totolapan, Delegación Magdalena Contreras, como el Lote 45, Manzana 1 con la leyenda baldío, propiedad del Departamento del Distrito Federal con una superficie de 7 mil 121 metros cuadrados, dentro del Decreto Expropiatorio, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 8 de octubre de 1992 se solicitó lo siguiente:

Qué extensión en metros cuadrados corresponde a la fracción del inmueble mencionada, propiedad del Gobierno del Distrito Federal.
2. ¿Cuál es la extensión en metros cuadrados de la fracción del inmueble restante y cómo se encuentra delimitada físicamente? Es decir, si existe una barda, muro, o cualquier otro material de construcción que delimite la propiedad.

El ente obligado contestó que de la revisión a las constancias que contienen el expediente administrativo de Lote 45, Manzana 1 del Pueblo San Nicolás Totolapan, Delegación Magdalena Contreras, se desprende que se encuentra integrado a favor de persona distinta al solicitante de la información. En ese sentido, contiene datos personales que no pueden ser proporcionados.

El particular se inconformó porque el ente obligado no respondió las interrogantes y no fundamentó ni motivó la resolución.

En ese sentido, la respuesta impugnada omitió atender los requerimientos del solicitante, exigiendo como elemento previo para hacerlo la identidad entre el solicitante y la persona, cuyo favor se integró el expediente administrativo de lote, objeto de la solicitud de información pública, el cual contiene datos personales que no pueden ser proporcionados, vulnerando así lo establecido en los artículos 3° y 11, párrafo tercero de la ley de la materia, los cuales garantizan que la información que se encuentra en poder de los entes obligados estará a disposición de cualquier persona, salvo aquella que se considere como información de acceso restringido en sus distintas modalidades, de conformidad con los artículos 36 a 38 del mismo ordenamiento legal.

El sentido del proyecto que se propone es revocar la respuesta impugnada y ordenar al ente obligado que entregue la información solicitada.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- De acuerdo con el sentido de la resolución, simplemente, por lo que se refiere al numeral 2 de la solicitud, creo que en la orden lo que debemos mencionar es que se propone que la reserva se realice con relación a la fracción XII del Artículo 37, ya que la problemática que puede tener estos predios es que se encuentren, puede otorgar una ventaja personal indebida en perjuicio de un tercero por ser colindancias con predios de particulares y, en su caso, también al ente público que la resguarda, que en este caso es la Secretaría de Gobierno, ¿no? Como lo veíamos ahí en la Sesión de prepleno.
Si no hay más señores comisionados, voy a someter a votación.
Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 1334 el sentido del mismo sea revocar y simplemente en el numeral 2 en la orden se recomiende que la reserva se hagan con fundamento en el Artículo 37, fracción XII por las razones expuestas, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1334.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al Recurso 1357.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Secretaría de Gobierno, expediente RR.SIP.1357 de 2013.

Respecto de los miembros de una familia se solicitó cuántos lotes tiene la Dirección General de Regularización Territorial en proceso de regulación. En qué manzana o manzanas se encuentra cada lote o lotes, el número de cuenta catastral, el número de lotes correspondientes a cada uno de ellos, cuántos metros cuadrados mide cada uno de los lotes, en qué proceso de regularización para ser escriturados se encuentra cada uno de los lotes.

El ente obligado respondió que de la revisión a la solicitud de información se observa que se trata de lotes, de los cuales no ha concluido con la regularización, por lo tanto, la información es considerada como reservada, por contener puntos de vista y opiniones que forman parte del proceso deliberativo de los servidores públicos, como lo establece el Artículo 37, fracción X de la ley de la materia.
Asimismo, la información solicitada contiene datos personales, por lo que no es posible proporcionar la información.

El particular se inconformó por la falta de atención a las cuatro interrogantes hechas y la carencia de fundamentación y motivación de la respuesta, aunado a que la información solicitada es pública.

Sin embargo, del estudio llevado a cabo a los requerimientos contenidos en la solicitud, se advierte que se plantean a partir de la existencia de un vínculo familiar y atender los cuestionamientos planteados implicaría revelar un vínculo familiar en relación con el predio descrito en la solicitud, circunstancia que no está garantizada por el derecho de acceso a la información pública. Consecuentemente, al no constituir una solicitud de acceso a información pública que esté regulado por la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, la respuesta que le recayó no es recurrible a través del recurso de revisión previsto en dicho cuerpo normativo.

El sentido del proyecto que se propone es sobreseer el recurso de revisión.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Muchas gracias.

Mi propuesta es en el sentido de que la resolución sea modificar la respuesta del ente, en este caso el proyecto que se nos presenta considera que los requerimientos del particular no constituyen una solicitud de acceso a la información pública y que por lo tanto, la respuesta que le recayó no es recurrible a través del recurso de revisión.
Sin embargo, el estudio del recurso es incorrecto, ya que los cuestionamientos del particular sí son una solicitud de información, tan es así que el ente no niega que detenta lo solicitado, lo que responde es que la revisión a la solicitud de información se observa que se trata de lotes, de los cuales no se ha concluido con su regularización.
Por lo tanto, la información es considerada reservada por contener puntos de vista y opiniones que forman parte del proceso deliberativo de los servidores públicos, como lo establece el Artículo 37, fracción X de la Ley de Transparencia, lo que no fue puesto a consideración del Comité de Transparencia.

Entonces, lo primero es considerar que sí se trata de una solicitud de acceso a la información y derivado del estudio que se realiza, concluir que como contienen datos personales y se trata de expedientes integrados a favor de personas distintas al recurrente, se considera información confidencial, ya que son datos susceptibles de ser tuteladas por el derecho fundamental a la privacidad, intimidad o no dignidad, tal como lo establece el Artículo 4, fracciones II y VII de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal.

Por lo que a mi consideración es que el sentido sea modificar, con la finalidad de que el ente obligado realice el procedimiento establecido en la Ley de Transparencia y clasifique la información requerida por el particular.

Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Igual, en contra de sobreseer el recurso de revisión, en virtud de lo siguiente:

De la simple lectura a la solicitud del interés del particular, se advierte que sí constituye un requerimiento de información, por lo que no es procedente el sobreseimiento planteado. En consecuencia, se sugiere que el sentido de la resolución sea modificar la respuesta impugnada.

Ahora bien, se considera que aunque la Secretaría de Gobierno respondió que lo solicitado es información reservada, de conformidad con lo previsto en el Artículo 37, fracción X de la Ley de Transparencia, en primer término se advierte que el ente obligado emitió la respuesta sin seguir el procedimiento establecido en la ley de la materia para reservar información; es decir, mediante la previa intervención de su Comité de Transparencia.

Asimismo, en el proyecto se desprende que al rendir su informe de ley el ente recurrido informó que eran seis lotes los que se encontraban en proceso de regularización, vinculándolos además con el nombre de una familia en específico, considerando lo solicitado, entonces, como información confidencial.
En ese orden de ideas y al ser el Instituto el encargado de velar por el cumplimiento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, se propone que se incorpore en la resolución que lo solicitado por el particular se trata de información de acceso restringido en su modalidad de confidencial. Al actualizarse los supuestos previstos en los artículos 4°, fracción VII y 38, fracciones I y IV de la ley de la materia y el numeral 5, fracción IV de los Lineamientos para la Protección de Datos Personales en el Distrito Federal, ya que se trata de información relacionada con el patrimonio de una persona.

En consecuencia, se debe ordenar al ente obligado que someta a consideración de su Comité de Transparencia la solicitud de información, materia de este recurso de revisión, para que siguiendo el procedimiento establecido por los artículos 50 y 61, fracción IV de la Ley de la materia, la clasifique como confidencial, informando al recurrente sobre dicha circunstancia.
De igual manera, en atención a que el ente obligado reveló en su informe de ley información considerada como confidencial al indicar el número de lotes que tiene una familia, se sugiere emitir una recomendación, a fin de que en futuras ocasiones se abstenga de realizar dicha actuación.
Por último, se propone que el plazo para dar respuesta sea de diez días, ya que la información debe pasar por el Comité de Transparencia.

Es cuanto.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- No, pues es la misma argumentación, ya que debe ser clasificada como información confidencial, dado que es información patrimonial y también a la recomendación por haber dado un dato que tiene que ver con datos patrimoniales, ¿no? Como es el número de lotes.

Entonces, sin más, me sumo a los argumentos.

Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- En tal caso, yo les preguntaría si no sería más conveniente revocar, porque finalmente, pues de la respuesta que le dieron no quedaría nada, ¿no? Porque además tampoco, digo, dice que tiene alguna información, ¿no? De la organización de la información, ¿no? Se observa que trata de lotes, de los cuales no se ha concluido su regularización, o sea, no niega la información, pero finalmente no hay, ni siquiera un Comité de Transparencia ni nada y lo que va a tener que hacer es, primero, pues aceptar que es una, bueno, es solicitud de información, eso no lo digo, eso lo dicen los otros, pero creo que no, más bien sería revocar.
C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Lo tuvimos dándole vueltas a ese asunto, porque sí existe la posibilidad de esa pregunta y qué subsiste y bueno, y de lo que nos agarramos, es que existe el asunto de que se restringe, o sea, cae dentro del supuesto de información restringida, no, está mal, porque la reserva, el procedimiento, es esa minucia a la mejor, que podría ser muy discutible, entonces decir tan, tan, ¿no?
Y ya lo otro, pues obviamente lo hace adicional el informe y por eso está la recomendación, ¿no?

Bueno, entonces, voy a someter a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 1357 el sentido sea modificar y el estudio se debe analizar que sí son las solicitudes de información, se deberá resguardar como información confidencial, en base al Artículo 38, fracción III y otras fracciones que también fueron mencionadas y que obviamente tienen que pasar por el procedimiento del Comité de Transparencia y serán diez días para que, digamos, se entregue dicha información, bueno, emita la respuesta y se propone hacer una recomendación para que en ocasiones posteriores evite difundir este tipo de datos personales, en este caso patrimoniales.
Los que estén de acuerdo favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1357/2013 en que el sentido de la resolución es modificar la respuesta del ente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al 1350.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es el Instituto de las Mujeres del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1350 de 2013.

Se solicitó nombre y fórmula de los indicadores de género y gestión, diseñados e implementados para evaluar la asignación presupuestal con equidad de género y la operación de programas de 2010 a 2013.
El ente obligado proporcionó la información solicitada por la recurrente.

El particular se inconformó porque el ente obligado no entregó la información completa, sólo adjunto un archivo y no respetó la modalidad en la que fue solicitada la información.

Sin embargo, de la valoración a las constancias que obran en el expediente, así como de la investigación realizada por este órgano garante, se concluyó que el Instituto de las Mujeres del Distrito Federal proporcionó la información en su totalidad al requerimiento y no negó el acceso a la información pública, emitiendo una respuesta puntual y categórica, por lo que resultó infundado el agravio del particular.

El sentido del proyecto que se propone es confirmar la respuesta.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel, está usted en uso de la palabra.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias.
De acuerdo con el sentido del proyecto, simplemente para hacer el análisis de la información porque en el proyecto se afirma que al momento de emitir la respuesta a la solicitud de información el ente realiza un pronunciamiento categórico, respecto del nombre y la fórmula de los indicadores de género y gestión diseñados e implementados para evaluar la asignación presupuestal con equidad de género y la operación del Programa de 2010 a 2013, razón por la cual resultó infundado el único agravio.

Sin embargo, no hay ningún estudio previo del cual se pueda derivar que, en efecto, el documento proporcionado del particular contiene la información que requirió.

Por lo anterior, simplemente se sugiere realizar el análisis del contenido del documento que el ente entregue al particular como respuesta, a efecto de brindarle certeza jurídica y de que efectivamente, la información que refirió es la que requiere.

Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Si no hay más, señores comisionados.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 1350, Instituto de Mujeres el sentido sea confirmar, pero obviamente con el objeto de que está confirmación sea contundente, se haga el análisis de la información del documento entregado para ver que cumple con lo requerido.
Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1350.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al 1354.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es el Instituto de la Vivienda del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1354 de 2013.
Se solicitó el estatus que guardan las acciones implementadas o reacciones para atender los asuntos de investigación sobre las 31 quejas o denuncias que se encuentran en trámite y que han sido notificadas al ente obligado por la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, durante el periodo enero-julio de 2013.
Se informó el procedimiento llevado a cabo al interior del ente obligado para recabar la información que se envía a la Comisión de Derechos Humanos a efecto de que se tengan por cumplidos los requerimientos que se le formularon.

El particular se inconformó porque la respuesta proporcionada no le brindó certeza jurídica sobre el estatus que guardan las 31 quejas o denuncias que se encuentran en trámite, pues no sabe a qué se refiere el ente obligado con el procedimiento que describe en su respuesta, pues requirió el estatus de las acciones implementadas; es decir, el seguimiento a las recomendaciones emitidas por la Comisión de Derechos Humanos en el periodo de enero a junio de 2013.

En ese sentido, del análisis efectuado a la solicitud de información del particular esta resolutoria determinó que lo requerido por el recurrente es el estado que guardan las recomendaciones formuladas por la Comisión de Derechos Humanos a la autoridad responsable, por lo que la información proporcionada por esta última no corresponde con lo solicitado, pues no proporciona el estado que guardan las recomendaciones emitidas por el órgano garante citado, sino el procedimiento que se sigue al interior del Instituto para recabar la información que habrá de enviarse a dicho ente, a efecto de que tenga por atendidos los requerimientos planteados.
Lo que resulta evidente que no guarda concordancia con lo requerido por el impetrante, faltando con ello el principio de congruencia.

El sentido del proyecto que se propone es revocar la respuesta impugnada y ordenar que a previa realización de las aclaraciones procedentes emita una nueva en la que proporcione el estado que guardan las acciones para atender las recomendaciones emitidas por la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, notificadas al ente obligado en el periodo del interés del particular.
C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias.

Con el sentido del proyecto, solamente proponer que se modifiquen los argumentos de los párrafos terceros y cuarto de la página 11 del proyecto, debido a que es necesario que los razonamientos guarden una relación lógica con lo argumentado en páginas posteriores e incluir al inicio del párrafo primero de la página 12 lo siguiente:
Que a partir de la lectura de las manifestaciones del particular en su agravio y aplicando la suplencia de la deficiencia de la queja en beneficio del particular, este órgano colegiado considera que el objeto de la solicitud del particular, y ahí continuaría, es allegarse del estado que guardan las recomendaciones derivadas de las quejas y/o denuncias que se encuentran en trámite, que han sido notificadas al Instituto de Vivienda del Distrito Federal en el periodo de enero a junio de 2013 y se conservaría el resto.

Así, creo que se aclararía por qué se le dio esa interpretación al agravio, toda vez que se menciona en los párrafos referidos de la página 11 del proyecto, que de la simple lectura no se advierte claramente lo que pretende obtener.

Entonces, sería la propuesta.

C. OSCAR GUERRA FORD.- ¿Alguien más?
Si no hay, voy a someter a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 1354 Instituto de Vivienda el sentido sea revocar, pero hay que modificar el párrafo de la página 11 e incluir que se aplique a la suplencia de la deficiencia de la queja.

Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1354.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es el Instituto de Vivienda del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1376 de 2013.
Se solicitó la agenda de la Dirección General sobre audiencias, reuniones, eventos y acuerdos específicos del mes de enero al 15 de agosto de 2013.

El ente obligado indicó que está materialmente imposibilitado para entregar la agenda solicitada porque no genera, administra, maneja, archiva o custodia algún documento denominado agenda sobre audiencias, reuniones, eventos y acuerdos específicos o algún documento público con las características referidas en la solicitud.
La particular se inconformó porque el ente obligado no le dio el acceso a la agenda del Director General, aun cuando esa información se encuentra en la Jefatura de Unidad Departamental de Control de Gestión, la cual se encarga de organizar la agenda del Director General sobre audiencias, reuniones, eventos y acuerdos específicos.

En ese sentido, el agravio de la recurrente resultó fundado, en virtud de que independientemente de la denominación que para efectos administrativos internos le asigne el ente obligado, organizar la agenda de la Dirección General del Instituto es una función a cargo de la Jefatura de Unidad Departamental de Control de Gestión, lo cual reconoció el ente obligado en el informe de ley, por lo que al tener está atribución es procedente el acceso a la agenda solicitada, en términos de lo establecido en los artículos 3°, 11, párrafo tercero y 26 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, pero al no haber concedido el acceso a ese documento por las razones expuestas en la respuesta y en el informe de ley, el ente contravino los principios de información, transparencia y certeza jurídica, previstos en el Artículo 2° de la ley de la materia, en perjuicio del derecho de acceso a la información del ahora recurrente.
El sentido del proyecto que se propone es revocar la respuesta impugnada y se ordena al ente obligado que emita otra en los términos indicados en el cuarto considerando de la resolución.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado David Mondragón.
C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- De acuerdo con el sentido del proyecto de revocar la respuesta impugnada, en este caso se concluye correctamente que el agravio del recurrente es fundado, por lo que es procedente el acceso a la agenda solicitada.

Sin embargo, es necesario que se incorpore en el considerando cuarto el proyecto de resolución el análisis respecto de que la información requerida puede contener información de acceso restringido, para lo cual es obligatorio que el Comité de Transparencia revise la clasificación de la información, concediendo el acceso a una versión pública. Esto con la finalidad de que seamos congruentes con lo que se está ordenando. 
Es muy importante que en el estudio que se realicen los proyectos de resolución se indique que los entes deben seguir el procedimiento establecido en el Artículo 50 de la Ley de Transparencia, porque de manera reiterativa nos encontramos con esta situación, donde el ente clasifica información sin someterla a la consideración del Comité de Transparencia.

Es cuanto.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Comisionado Presidente tiene la palabra.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Nada más entregaría dos observaciones de forma.

C. OSCAR GUERRA FORD.- De acuerdo con el sentido de la resolución, de acuerdo con lo que ha mencionado el Comisionado David Mondragón.

Yo sólo agregaría un asunto, sé que está dentro de sus competencias, me queda claro, se hizo el análisis en ese sentido, él ya declaró la inexistencia, a la mejor de una cosa distinta él entendió, pero existe la posibilidad, que aunque esté dentro de tus competencias, nos ha tocado, no lo tengas y entonces se abra la posibilidad de declarar la inexistencia vía al Comité, también tiene que ser vía al Comité y el Contralor decida ver pues qué está pasando, cómo que no llegó en la agenda, aquí, en ese sentido.
O también la posibilidad de reponer el documento porque eso está en el 50, ¿eh? Porque pues reponer el documento, bueno, pero que se abra esa posibilidad, porque si no podemos dejar el asunto de que se quede como incumplida, de que realmente no lo tengan, aunque sea su competencia y entonces, también habría esa posibilidad, ¿no? Nada más.
Bueno, entonces, voy a someter a votación el recurso.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 1376 Instituto de Vivienda el sentido sea revocar, pero en el considerando cuarto se deberá argumentar y fundamentar que si la información solicitada contiene datos restringidos, deberá ser clasificada por el Comité de Transparencia, proporcionando versión pública.

Lo anterior, siguiendo el procedimiento al Artículo 50 y en caso de no tenerla se atienda a lo expuesto por el Comité de declarar la inexistencia o de reponer la misma.

Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1376/2013, seguiríamos con el siguiente, RR.SIP.1390.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es el Instituto de Vivienda del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1390 de 2013.

Se solicitó se informe si la Organización Social Francisco Villa se encuentra sancionada por el ente obligado, razón de la sanción y si existe posibilidad de que vuelva a ser considerada para realizar la gestión de vivienda, cuánto tiempo lleva inhabilitada, cuáles fueron las razones por las que tomaron las instalaciones del 5 de agosto de  2013 y cuál fue la negociación para que se retiraran, así como qué ofreció el INVI en la negociación.
El ente obligado respondió que mediante acuerdo tomado por el Consejo Directivo el 26 de agosto de 2005, la Organización referida fue suspendida indefinidamente, ya que las actividades de sus representantes perseguían un fin de lucro, también dijo que todas las organizaciones pueden subsanar irregularidades que incurran y buscan la revocación de los acuerdos, mediante los cuales se les sanciona.

Por último, refirió que desconoce las razones por las cuales las Organización Social tomó sus instalaciones, toda vez que fue una decisión llevada a cabo por personas ajenas a dicho Instituto, además de que no negocia, sino que atiende a todo ciudadano que se encuentra realizando trámites relativos para la obtención de un crédito.

El particular se inconformó manifestando que carece de veracidad, el hecho de que el ente obligado desconozca las razones por las que fueron tomadas sus instalaciones, ya que alguna autoridad del Instituto tuvo que haber hablado con la representación de dicha Organización y llegaron a acuerdo por simple protocolo.

Sin embargo, el particular no formuló agravio en contra de la respuesta brindada a los numerales 1°, 2°, 3° y 5° de la solicitud, por lo que se tienen como por consentidos y quedan fuera del estudio de la presente resolución.

Vistas las manifestaciones de las partes, se advierte que el particular pretende que el ente obligado emita un pronunciamiento sobre un hecho que resulta ajeno a sus atribuciones y facultades, pues al conocer las razones o motivos que dieron origen a la toma de instalaciones de un grupo de personas que no son propias del ente obligado, por lo que no se encuentra en posibilidad de brindar atención en el requerimiento cuarto.
En ese sentido, el agravio formulado por el particular resulta infundado.

El sentido del proyecto que se propone es confirmar la respuesta impugnada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Sí, de acuerdo con el sentido de la resolución, simplemente en el proyecto se afirma que el agravio del recurrente únicamente se encuentra encaminada a impugnar la legalidad de la respuesta recaída al requerimiento número 4.

Sin embargo, de la lectura al agravio se advierte que el recurrente también se inconformó por la atención que el ente dio al requerimiento 5.

Por lo anterior, sólo se sugiere incorporar el análisis relativo al punto 5 de la solicitud de información, ya que el particular también se inconformó con este punto y el cual fue, por supuesto, atendido en su totalidad por el ente obligado.
C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, voy a someter a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 1390, Instituto de Vivienda el sentido sea confirmar, pero se sugiere, también se deberá estudiar el punto 5 de la solicitud, el cual fue la negación para que se retiraran y aquí ofreció el INVI y qué ofreció el INVI en la negociación, ésas dos preguntas se deben incorporar al estudio para, digamos, claro que fueron, digamos, contestadas y por lo cual se confirman.

Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1390.
C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al Recurso 1417.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es el Instituto de Vivienda del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1417 de 2013.

Se solicitó el expediente técnico administrativo de expropiación del predio ubicado en Peña y Peña 50, Centro, Colonia Cuauhtémoc, Distrito Federal.

El ente obligado informó al recurrente que considerando que el Instituto de Vivienda del Distrito Federal fue creado mediante decreto publicado en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, número 161 de fecha 29 de septiembre de 1998, la información con la que cuenta respecto del inmueble citado, son los respectivos decretos de expropiación publicados en el Diario Oficial de la Federación el 6 de junio de 1997 y el 25 de junio del mismo año.

El recurrente manifestó su inconformidad por negarle al acceso a la información de su interés, así como de la prevención realizada por el ente obligado por considerarla innecesaria, agraviando su derecho constitucional de acceder a información pública.

En ese sentido, respecto del punto 1 se pudo determinar que el ente se encontró en oportunidad de realizar una búsqueda en su archivo de concentración e histórico.

Lo anterior, con la finalidad de proporcionar la información del interés del particular y que en caso de no encontrarla debió declarar su inexistencia, de conformidad con la ley aplicable de la materia.
En relación a la prevención señalada en el punto 2 el agravio resultó fundado; sin embargo, no es operante, en virtud de que el efecto jurídico que traería consigo era el declararlo fundado y operante, sería retrotraer la gestión de la solicitud de acceso a información, a la etapa en que se hizo la incorrecta prevención, facultad que no tiene conferido este Instituto por la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal.

El sentido del proyecto que se propone es revocar la respuesta impugnada y se ordena al ente obligado que tome las medidas necesarias para localizar la información, de no hacerlo deberá resolver declarando su inexistencia, de conformidad con la ley aplicable en la materia.
C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias.
De acuerdo con el sentido de la resolución, simplemente en la página 13 en el primer párrafo el proyecto señala que aún y cuando la expropiación se llevó a cabo en 1997 al entrar en vigor dicho decreto se le transfirieron al Instituto de Vivienda todos los archivos, entre los cuales podría encontrarse la información requerida por el particular; es decir, el expediente técnico administrativo de expropiación relativo al inmueble, sin que las documentales que constan en el expediente se desprenda que el ente llevó a cabo una búsqueda exhaustiva en los archivos.
Por lo anterior, se sugiere matizar la instrucción, a efecto de ordenar al ente lo siguiente:

Realice la búsqueda exhaustiva en los archivos del expediente técnico administrativo de expropiación relativo al inmueble, de localizarlo y en caso de que contenga información de acceso restringido, con fundamento en el Artículo 50 y 61 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública conceda al particular copia simple en versión pública del expediente.

De no localizarlo, deberá resolver declarando su inexistencia siguiendo el procedimiento previsto en el Artículo 50 de la ley de la materia.

C. OSCAR GUERRA FORD.- ¿Alguien más?

De no ser el caso, señores comisionados.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 1417, Instituto de Vivienda del Distrito Federal el sentido sea revocar, pero se deberá incluir en la orden que se realice una búsqueda exhaustiva, en caso de localizarlo se entregue, haciendo referencia, digamos, a cuando se fundó el INVI cómo recibió, digamos, el archivo histórico y que ahí, digamos, o el archivo en general y ahí pudiese buscarlo y en caso de encontrarlo entregarlo. Y en caso de no localizarlo, proceda conforme al Artículo 50 de la ley.

Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1417/2013.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Benito Juárez, expediente RR.SIP.1365 de 2013.

Respecto de un domicilio ubicado en la delegación se solicitó manifestación de construcción, características de construcción, tipo y número de viviendas y dimensiones, medidas y acciones de mitigación ambiental y urbana, acciones para no causar molestias a los vecinos durante la construcción y tiempo de duración.
El ente obligado respondió que se registró manifestación de construcción número RBJB163-13 para la construcción de cuatro niveles de uso habitacional, a cargo del Director responsable de obra, en relación a los requerimientos 1 y 2.

Sobre el punto 3 indicó que los constructores deben cubrir los pagos correspondientes para prevenir, mitigar o compensar las alteraciones o afectaciones al ambiente, recursos naturales e impacto vial, previstos en el Código Fiscal del Distrito Federal.

En relación al punto 4 señaló que de acuerdo con los artículos 35, fracción IV del Reglamento de Construcciones para el Distrito Federal, el Director responsable de obra tiene la obligación de planear y supervisar el cumplimiento de las medidas de seguridad.

Por último, señaló que por tratarse de una superficie total por construir de 758.40 metros cuadrados, le corresponde una vigencia de dos años.

En tanto al requerimiento 5 el particular se inconformó porque causa incertidumbre la validez de las respuestas emitidas por el Director de Desarrollo Urbano, mediante los oficios 991 de 2013 y 1071 del mismo año, así como que en el oficio 1071 no responde la totalidad de la información requerida.

En ese sentido, los oficios de respuesta fueron emitidos por el Director de Desarrollo Urbano para atender dos solicitudes de información con folios distintos y aunque el particular formuló diversos requerimientos en ambas solicitudes, las respuestas fueron diversas porque se realizaron en distintas fechas y no se advierte que dichas respuestas generen incertidumbre.

No obstante en lo anterior, las respuestas dadas a los numerales 3 y 4 atienden a la totalidad de la información solicitada.

El sentido del proyecto que se propone es modificar la respuesta impugnada y ordenar al ente obligado que aclare si cuenta o no con una manifestación de construcción, respecto del predio del interés del particular y emita un pronunciamiento categórico y congruente respecto a los puntos 3 y 4 de la solicitud.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- De acuerdo con el sentido del proyecto; sin embargo, a fin de fortalecer la resolución, se sugiere incorporar las siguientes consideraciones.

Al estudiar el agravio del recurrente, consistente en que le causaba incertidumbre las respuestas emitidas por el ente al atender los folios con terminación 597-13 y 653-13, la primera diversa a la impugnada en este recurso, en la página 21 del proyecto y antes de entrar al análisis de fondo, se determina que la respuesta emitida por el ente obligado para atender el folio impugnado con terminación 653-13 y lo dice el proyecto, no brinda certeza al particular. Y que por lo tanto, transgrede los principios de transparencia, información, veracidad, certeza jurídica y máxima publicidad, conforme al Artículo 2° de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal. 

Sin embargo, en párrafos subsecuentes se concluye que la atención dada al citado folio fue adecuada y que el agravio del recurrente es infundado.

Ahora bien, sin que sea obstáculo a lo anterior, en la misma foja 20, párrafo tercero y cuarto y foja 21, párrafos primero y segundo, se concluye, de manera categórica por parte de este Instituto que las respuestas emitidas por la Delegación Benito Juárez fueron correctas, cuando lo leído anterior pues dice que no, que no hay certeza, debido a que las respuestas dadas a los folios citados se emitieron en fechas diversas y que la situación jurídica del inmueble había cambiado, determinándose que la inconformidad del recurrente es infundada.

Sin embargo, se propone que el pronunciamiento descrito no sea emitido por este órgano colegiado, ya que dicho pronunciamiento corresponde a emitirlo al ente obligado.

Lo anterior, a fin de dar certeza jurídica al particular.

Por lo tanto, se sugiere corregir la argumentación expuesta en las paginas 20 y 21, a fin de advertir que de la revisión realizada por este Instituto, se advierte que efectivamente hay dos respuestas diversas para atender la misma solicitud, ordenándose por lo tanto, que sea el ente recurrido el que aclare al particular el por qué se dio una atención diversa a dichos requerimientos.

Asimismo, se sugiere corregir en la página 44 el fundamento para modificar la respuesta impugnada, artículos 82, fracción III y penúltimo párrafo de la ley de la materia.

Y revisando el expediente, o sea, pudiera tener razón y pudiera concluir el Instituto, no, sí son fechas diversas y pudiéramos concluir, pero revisando el expediente en la página 46 y 49, no hay certeza, sólo se menciona, entró por la Ventanilla Única, pero no te dice la fecha cuándo entró la manifestación de la construcción, si nos hubiera señalado la fecha exacta de cuándo entró la manifestación, entonces, yo como Instituto afirmo y ya veo que esas dos son de diferentes, pero como no hay certeza no lo podemos afirmar, por eso se lo dejamos en manos del ente para que él se pronuncie y ahí ya le podemos dar certeza jurídica al solicitante.

C. OSCAR GUERRA FORD.- No sé alguien más quiera opinar sobre el asunto.

Yo estaría de acuerdo a esta cuestión, si no trae la fecha y no podemos nosotros hacer la afirmación contundente, pues que sí dejemos que el ente, digamos, haga la explicación, ¿no? En ese sentido.

Entonces, voy a someter a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 1365, Delegación Benito Juárez el sentido sea modificar, pero suprimir los argumentos que señalan que se transgredió el principio de legalidad, certeza jurídica, a fin de evitar la contradicción con el resto del análisis, incluir en la orden que el ente se pronuncia respecto a las respuestas diversas, esto de las fechas y este tipo de cuestiones y por qué no generar incertidumbre en sentido jurídica y corregir el fundamento en la página 44.

Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1365/2013.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al Recurso 1377.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Cuajimalpa de Morelos, expediente RR.SIP.1377 de 2013.

Se solicitó copia simple del acta administrativa o documento, mediante el cual se formalizó la entrega a recepción del CENDI número 37 por el cambio de directora, copia simple del acta administrativa o documento, mediante el cual se formalizó entregar recepción CENDI Zentlapatl por el cambio de directora.

El ente obligado proporcionó copia simple de las actas de entrega a recepción en ambos planteles.

El particular se inconformó porque respecto del CENDI, del segundo CENDI la información que se proporcionó estuvo incompleta, ya que en el acta que le enviaron se hace mención de que cuenta con obra pública y si se trata de un CENDI no de obras públicas.

Sin embargo, durante la sustanciación del recurso de revisión el ente obligado notificó respuesta complementaria, informando respecto del CENDI Zentlapatl que el rubro obras públicas del acta de entrega a recepción se refiere a la relación de obras realizadas o solicitadas durante la administración de la servidora pública saliente y proporcionó copia del documento en el que se precisaron las acciones de mantenimiento menor, así como obras menores y mayores en el plantel, junto con la constancia de notificación presentada por el ente recurrido, este Instituto dio vista al recurrente actualizándose los tres requisitos exigidos por el Artículo 84, fracción IV de la ley de la materia, para la procedencia del sobreseimiento.
El sentido del proyecto que se propone es sobreseer el recurso de revisión.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias.
En éste quiero proponerles que reconsideremos el sentido de la resolución, porque en el estudio que se realiza en el considerando segundo, se deja fuera del análisis parte del agravio formulado por el recurrente.

En ese sentido, el sobreseimiento por entrega de información en una respuesta complementaria, me parece que no puede configurarse, porque el estudio del agravio está incompleto.

En consecuencia, deberá entrarse, por supuesto, al estudio del considerando cuarto, con la finalidad de revisar la respuesta original y, en ese sentido, pues se propone confirmar la respuesta, toda vez que, digamos, la respuesta inicial atiende en la totalidad a la solicitud de información, debiendo pues evidentemente hacer los ajustes necesarios.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Comisionado Presidente tiene la palabra.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Yo también iría con la propuesta de confirmar, porque si bien es cierto, hay una respuesta complementaria, esta respuesta complementaria sólo hace alusión a lo que es la solicitud 2 y él se agravia de las dos partes de la solicitud, tienen punto 1 punto 2 y le da una información hasta adicional que ya no pidió, etcétera, etcétera, pero bueno, eso lo hemos visto.

Pero como no atiende la totalidad de la solicitud y la totalidad de los agravios, entonces, pues no cumple con los requisitos de sobreseimiento, se regresan a una respuesta original, la respuesta original sí los cumple. Por lo cual, creo que deberíamos de confirmar.

Si no hay más, entonces, vamos a someter a votación, estamos de acuerdo en confirmar, si no para ver cómo…

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Confirmar.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Ah, sí, si no para primero votarla.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido del 1377, Delegación Cuajimalpa de Morelos el sentido sea confirmar en los términos que se ha expuesto por no cumplir la respuesta complementaria con los requisitos para sobreseer, entonces, regresársela original y por eso confirmar.
Los que estén de acuerdo en que sí sea el confirmar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1377.
C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al Recurso 1403.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es el Instituto de Verificación Administrativa del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1403 de 2013.

Se solicitó información del 1° de enero de 2013 a la fecha de la presentación de la solicitud, sobre qué días y de qué meses se ha encontrado de vacaciones el Director de Substanciación del Instituto de Verificación Administrativa Jonathan Solay Flaster.

El ente obligado informó que los periodos vacacionales del personal de estructura son según lo dispuesto al aviso INVEA001 de 2013, así como los días establecidos como inhábiles en el Artículo 71 de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal

El particular se inconformó porque no se le informa de manera precisa y específica sobre los días que ha tomado o disfrutado vacaciones el Director de Substanciación del ente obligado y sin embargo, le informan los periodos vacacionales de todo el personal de estructura de la autoridad recurrida, así como la suspensión de términos y plazos, relativos a procedimientos administrativos.

En ese sentido, de acuerdo a las constancias que obran en el expediente, así como del estudio a la normatividad aplicable, el ente obligado emitió un pronunciamiento parcial sin expedirse de manera congruente con lo solicitado, de acuerdo a lo establecido en el Artículo 6°, fracción X de la Ley de Procedimiento Administrativo para el Distrito Federal, ya que la respuesta del ente obligado hace alusión al periodo vacacional del personal y los días inhábiles estipulados en la Ley de Procedimiento Administrativo, sin que exista un pronunciamiento específico respecto de las vacaciones del Director de Substanciación.
Sin embargo, el ente en su informe de ley señala el periodo vacacional disfrutado por el personal del interés del particular.

El sentido del proyecto que se propone es revocar la respuesta impugnada y ordenar al ente obligado para que emita otra en términos indicados en el considerando cuarto de la resolución.
C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, Comisionado Luis Fernando Sánchez.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- De acuerdo con el sentido del proyecto de revocar la respuesta impugnada, se sugiere a efecto de dar mayor certidumbre a la solicitud presentada por el particular, acotar en el considerando cuarto, específicamente en la viñeta única que aparece debajo del tercer párrafo a foja número 18, el lapso de tiempo que señala el hoy recurrente. Es decir, del 1° de enero del 2013 a la fecha de la solicitud presentada; es decir, al 23 de agosto del 2013.
C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Yo plantearía que únicamente si es revocar, si no subsiste la respuesta de la solicitud, entonces, eliminar en la parte del estudio del considerando cuarto donde dice que el ente obligado atendió la solicitud de manera parcial, para que pueda ser congruente con la resolución, porque si ha atendido de manera parcial, entonces, sería modificar.

Pero en consecuencia, creo que habría que ajustar esa redacción nada más.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Comisionado Presidente tiene la palabra.
C. OSCAR GUERRA FORD.- De acuerdo con el sentido de la resolución; sin embargo, no se coincide con algunas partes del análisis por los siguientes motivos:

Ya que el proyecto refiere que el principio que se viola es el de exhaustividad, página 11.

Por otro lado, en la página 14 señalamos que este Instituto considera que se atendió la solicitud de manera parcial, bueno, ya se dijo, ya que como se expuso en el informe de ley del ente, consideró que era necesario exponer el acuerdo propio del Instituto en el que se establece los plazos y términos de suspensión.

Sin embargo, del mismo análisis se desprende que el ente no fue congruente con lo solicitado, ya que el particular solicitó de manera particular los días y mes en los que se ha encontrado de vacaciones el Director de Substanciación del Instituto de Verificación Administrativa y no al acuerdo por el cual se suspenden los términos y los plazos relativos a los procedimientos administrativos ante el Instituto de Verificación Administrativa del Distrito Federal.
Por lo que se debe modificar todo este análisis y señalar que el principio de ley violado es el de congruencia.

Por otro lado, debe eliminarse la normatividad y análisis del procedimiento de substanciación que se incorpora en el proyecto, ya que no versa sobre la litis del proyecto y al robustecer el análisis del Manual Administrativo, del cual se desprende que la unidad administrativa competente para atender el requerimiento es la Subdirección de Recursos Humanos.
Bueno, entonces, voy a someter a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 1403, Instituto de Verificación Administrativa el sentido sea revocar, pero hay que acotar en el considerando cuarto el acto de tiempo que señala el recurrente matizar que el ente obligado atendió de manera parcial la solicitud, o sea, que no atendió de manera parcial la solicitud, si no entonces para qué revocamos, suprimir el argumento que se transgredió el principio de exhaustividad y el que se violó fue el de congruencia y suprimir los fundamentos que no tienen que ver con el proyecto, como el análisis del procedimiento del substanciador, etcétera, etcétera, dado quien, digamos, ordena cuáles son los días de vacaciones, está de la Subdirección de Recursos Humanos.
Entonces, los que estén de acuerdo en que el sentido sea revocar, con estos cambios, favor de manifestarlo.
C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1403.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, pasaríamos al siguiente recurso.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Oficialía Mayor del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1405 de 2013.

Se solicitó a través de cuatro folios diferentes información del ente obligado, relativo al organigrama, sueldos, prestaciones, currículos, honorarios de trabajadores, procedimientos y métodos para la asignación de plazas, procedimiento para ingresar una solicitud de empleo y presupuesto anual de los ejercicios 2012 y 2013.

El ente obligado proporcionó las ligas de internet para acceder a la información, indicó la forma de asignar las plazas, el procedimiento para ingresar, una solicitud de empleo indicó el monto de presupuesto solicitado, proporcionó la información relativa a horarios de trabajadores, indicó el número de trabajadores de base, confianza y sindicalizados, puso a disposición del particular previo pago de derechos, versión pública de los currículos solicitados.
El particular se inconformó porque las ligas de internet no funcionan, no le dieron a conocer la circular 1 señalada en la respuesta, requiere saber cuáles son los procesos y conocer en dónde se realizan los programas institucionales, omite proporcionar las prestaciones, que si bien es cierto, los currículos se encuentran en su versión pública, lo es también que el ente obligado puede escanearla y proporcionarla de manera gratuita.

En ese sentido y considerando que el agravio primero se determina fundado, pues el ente obligado no proporcionó la información solicitada, de conformidad con el Artículo 50 de la ley de la materia.

El agravio segundo es infundado, puesto que el ente obligado sí envió por INFOMEX la circular señalada; sin embargo, no adjuntó el vínculo correcto, por lo cual, se deberá de ordenar señale el vínculo correcto para que pueda tener acceso, vía información pública de oficio.

El agravio tercero se determinó infundado e inoperante, pues se consideran requerimientos diferentes a la solicitud de información.

El agravio cuarto es fundado, en virtud de que no proporcionó lo conducente a las prestaciones de los trabajadores señalados.

Y el agravio quinto se declaró parcialmente fundado, ya que si bien no es obligación del ente escanear la información que no se encuentra digitalizada, sí lo es señalar los fundamentos y motivos del cambio de modalidad; por lo que se determina que la respuesta contraviene el principio de legalidad consagrado en la ley de la materia.

El sentido del proyecto que se propone es modificar el recurso de revisión y se ordena al ente obligado que respecto de los requerimientos 1, 2, 7, 8 y 10 proporcione la información solicitada en los términos estipulados en el considerando cuarto de esta resolución.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Gracias.

De acuerdo con el sentido del proyecto de modificar la respuesta del ente, mi consideración es que se incluya, tanto en el considerando cuarto como en la orden que estamos dando respecto del punto 10 específicamente, la obligación que tiene el ente de apegarse y realizar el procedimiento establecido en la Ley de Transparencia y proporcione los currículos de los servidores públicos, testando, en su caso, la información de acceso restringido que se encuentra en los mismos.

Reitero, como ya lo mencioné en mi anterior intervención, para el Recurso de Revisión 1376/2013, que es muy importante que en el estudio que se realiza en los proyectos de resolución, se indique que los entes deben seguir el procedimiento establecido en el Artículo 50 de la Ley de Transparencia, porque de manera reiterativa nos encontramos con esta situación, donde el ente clasifica información sin someterla a la consideración del Comité de Transparencia.

Creo que es algo que últimamente se está observando, que vaya mucho en varios entes, no están pasando por este procedimiento y habríamos que hacer una revisión, por lo pronto yo sometería mi punto de acuerdo, simplemente para que el Director de Capacitación les envíe, de manera muy sencilla y muy inmediata y práctica, un correo electrónico donde les haga esta observación para que en adelante procuremos que no se den este tipo de omisiones.

La ley es muy clara y establece que en caso de que los documentos solicitados sean de acceso restringido, el responsable de la clasificación deberá remitir de inmediato la solicitud, así como un oficio con los elementos necesarios para fundar y motivar dicha clasificación al titular de la oficina de información pública para que someta el asunto ante el Comité de Transparencia, sirva esto como un recordatorio, que es el Comité de Transparencia quien tiene la facultad de resolver, según corresponda, si confirma y niega el acceso a la información, si modifica la clasificación y concede el acceso, aparte de la información o si, en su caso, revoca la clasificación y concede el acceso a esta información.

Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- ¿Alguien más?

Bueno, entonces, voy a someter a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 1405, Oficialía Mayor el sentido sea modificar, pero incorporar en el considerando cuarto y en la orden, que respecto al punto 10 deberá pasar por Comité de Transparencia, resguardando los datos confidenciales y proporcionando versiones públicas y, bueno, hacer el recordatorio respectivo de que toda información que tenga dentro de ella alguna información de tipo reservada o confidencial, deberá pasar siempre por el Comité de Transparencia.

Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1405 en que el sentido de la resolución es modificar la respuesta del ente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al 1406.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1406 de 2013.
Se solicitó copia del Subprograma Delegacional de Seguridad Pública de la Delegación Coyoacán vigente, fecha en que se elaboró, cuáles son los mecanismos de coordinación con el Jefe Delegacional de Coyoacán, establecidos en el marco de su programa, cuáles son las opiniones y sugerencias que han recibido para la elaboración y evaluación del programa, emitidas por el Comité Delegacional de Seguridad Pública de dicha delegación, del 1° de octubre de 2012 al 3 de septiembre de 2013.

El ente obligado canalizó la solicitud a la Delegación Coyoacán.

El particular se inconformó porque el ente obligado respondió que la solicitud no es de su competencia y la canalizó a la Delegación Coyoacán sin fundamentar que la información requerida sea competencia de otro ente obligado y sin considerar lo dispuesto en la Ley de Seguridad Pública del Distrito Federal.

Sin embargo, durante la sustanciación del recurso de revisión, el ente obligado notificó una respuesta complementaria, en la que sostuvo no contar con la información por no ser de su competencia y procedió a orientar al particular para que dirigiera la solicitud a la Oficina de Información Pública de la Delegación Coyoacán, proporcionándole sus datos de contacto.

Lo anterior, con sustento en los artículos 39, fracciones 14 y 15 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal y 145, cuarta, fracciones I, III, IV, VI y VII del Reglamento Interior de la Administración Pública, de lo que se desprende que la Delegación Coyoacán es competente para atender los requerimientos 1 y 2, puesto que le compete formular, diseñar e instrumentar el Subprograma de Seguridad Pública, además de contar con atribuciones para pronunciarse sobre los numerales 3 y 4, ya que debe formular, ejecutar y vigilar el Programa de Seguridad Pública de la delegación, en coordinación con las dependencias competentes, así como establecer y organizar un Comité de Seguridad Pública como instancia colegiada de consulta y participación ciudadana, por lo tanto, se atendió la totalidad de los requerimientos de la solicitud, toda vez que el ente obligado exhibió la respuesta y constancia de notificación al particular, actualizando; es decir, los tres requisitos exigidos por el Artículo 84, fracción IV de la ley de la materia.

El sentido del proyecto que se propone es sobreseer el recurso de revisión.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- No, simplemente cuidando asuntos estadísticos, creo que esta acá en estos que hemos llamado sobreseimientos light o sobreseimientos confirmados, porque la respuesta inicial es correcta, como mismo lo reconocemos, pero bueno, da una información adicional que sí cubre todo y por lo cual se sobreseen, entonces es un problema de sobreseimiento, pero simplemente para anotarlo y se pase al área de evaluación correspondiente este asunto, ¿no? Nada más.

Entonces, voy a someter a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 1406, Procuraduría General de Justicia el sentido sea sobreseer por entrega de información y que bueno, caiga en los sobreseimientos light, como se hubiera llamado, sobreseimientos confirmados.

Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1406.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, pasaríamos al Recurso 1415.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, expediente RR.SIP.1415 de 2013.

Se solicitaron tres requerimientos de información con base en la tabla de uso del Programa Parcial Centro Tlalpan, en relación con certificado único de zonificación de uso de suelo de un inmueble ubicado en la delegación.

El ente obligado indicó al recurrente que sus planteamientos no eran susceptibles de ser atendidos a través del ejercicio del derecho de acceso a la información, pues implican que la autoridad recurrida analice los supuestos planteados y genere una opinión con base en el análisis de los supuestos que se le formulan.

Sin embargo, indicó al solicitante de acceso a información pública que podía ingresar dicha solicitud, con fundamento en el Artículo 4° Constitucional, en ejercicio del derecho de petición, a través de la Oficialía de Partes de la Dependencia.

El particular se inconformó, toda vez que los planteamientos del ente obligado están basados en un instrumento público que la autoridad recurrida detenta, por lo que debió responder las preguntas que se le realizaron; sin embargo, del estudio hecho a la totalidad de los requerimientos de información, se determinó que los mismos no constituyen información pública generada, administrada, o en posesión del ente obligado, ya que el recurrente pretendió obtener una consulta particular sobre cuestiones referentes al uso de suelo de la Delegación Tlalpan, en relación con el inmueble específico, circunstancia que no está garantizada por la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública y no se ubica en los supuestos de información pública generada, administrada o en posesión de la Secretaría. Por lo que establecen los artículos 3, 4, fracción IX de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal.

El sentido del proyecto que se propone es sobreseer el recurso de revisión, con fundamento en los artículos 82, fracción I y 84, fracción III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- En contra de sobreseer el recurso de revisión, en virtud de las siguientes consideraciones:

De la simple lectura a la solicitud de información del interés del particular, se desprende que los tres primeros puntos se refieren a cuestionamientos relacionados con el uso de suelo de un inmueble, Centro Tlalpan, por lo que se considera que el ente obligado está en posibilidades de emitir un pronunciamiento respecto a dichos planteamientos.

Asimismo, si bien,  los numerales 5 y 6 hacen referencia a un inmueble específico, predio Calvario 61 y se encuentran condicionados a la respuesta que se emita a los numerales 1, 2 y 3, se propone que en el mismo sentido, previamente expuesto y de conformidad con lo establecido en el Artículo 9, fracción III de la ley de la materia, se le ordene al ente obligado que emita un pronunciamiento, a fin de atender dichos puntos.

En consecuencia, se propone que el sentido de la resolución sea revocar la respuesta impugnada y se le ordene al ente obligado que emita un pronunciamiento congruente y categórico en torno a los puntos 1, 2 y 3 de la solicitud y en caso de que sea procedente atienda los numerales 4 y 5 del interés del particular.

Asimismo, se sugiere que el plazo para del cumplimiento de la resolución sea de cinco días.

Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Mi propuesta es en el sentido de que la resolución sea revocar la respuesta del ente obligado, ya que considero que sí se trata de una solicitud de acceso a la información y el ente debe emitir una respuesta debidamente fundada y motivada.

Ya he manifestado en ocasiones anteriores, similares mi opinión respecto de este tipo de cuestionamientos que le dejen los ciudadanos, nuestra ley tiene, entre otros objetivos, el de garantizar la publicidad de los actos del Gobierno del Distrito Federal, así como contribuir a la transparencia y rendición de cuentas de los entes públicos, a través de un acceso a la información pública.

Entonces, es muy importante que este Pleno emita resoluciones, priorizando el derecho de acceso a la información de los particulares y, en este caso, en mi opinión, le están haciendo cinco cuestionamientos al ente, que ésa sería la diferencia respecto a lo que plantea el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, que en mi opinión los cinco son solicitudes de acceso a la información pública, en virtud de que incluso en la cuarta, aunque sea condicionado, bueno, tal vez, aunque sea condicionado el hecho de que sea condicionado, no significa que no pueda ser solicitud de información.

Entonces, le están haciendo cinco cuestionamientos al ente sobre la tabla de uso del Programa Parcial Centro Tlalpan y si dentro de éstos se establece el uso de suelo de la administración y también de las oficinas de gobierno, etcétera, ésas son las preguntas.

Por la que mi propuesta, reitero, es en el sentido de que la resolución sea revocar la respuesta del ente y ordenarle que emita una respuesta a la solicitud de información.

Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Yo también creo que el sentido debe ser modificar, pero disiento aquí.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Perdón, ellos dijeron revocar, los dos primeros fueron revocar.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Perdón, yo más bien iría por la cuestión de modificar, perdón, porque disiento, precisamente, de considerar las cinco preguntas como solicitud de información, yo creo que nada más la 1, la 2 y la 3 sí son solicitudes de información pública y las dos restantes ya no serían solicitudes de información pública, porque ahí sí ya se refiere a una consulta particular de uso de suelo de un inmueble en específico de esa delegación.

En cambio, de lo otro, sí creo que es solicitud de información, sí las puede contestar, porque lo plantea en términos generales y dentro del uso, servicio, se encuentra establecido el uso de suelo de administración y dentro de dicho uso el de Administración Pública y también el de oficinas de gobierno.

En fin, que cuando le llega alguna solicitud o cuando tiene que abordar sobre determinado uso de suelo la delegación sí está en condiciones de ver si aplica o no determinado uso de suelo, por lo que considero que los tres puntos, las tres primeras preguntas sí son solicitudes de información, las otras no y por lo tanto tendría que ser el sentido de modificar.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.-  Yo lo traía por revocar, luego me fui por modificar y ahora voy por revocar.

Porque creo, o sea, yo también traía este asunto de que si la 4 o la 5 eran o no solicitudes, vistas aisladamente no lo son pero, digamos, en el contexto es como un asunto de ecuaciones simultaneas, o sea, si se resuelven las tres primeras, se pueden resolver las otras dos siguientes. Entonces, sí están, digamos, vinculadas como dicen ustedes los abogados, vincular no tiene otra, adminiculadas, ecuaciones simultaneas.

Entonces, por eso voy por revocar, pero creo que sí hay esa discusión, digamos, en ese sentido, la admito, yo la he tenido también aquí.

No sé si haya alguien más, entonces, voy a someter, hay dos propuestas.

Bueno, aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 1415, Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda el sentido sea revocar la respuesta, dado que se considera que las cinco son solicitudes de información, aclarando que en el caso de las 4 y 5 dependen de las respuestas de las tres primeras para ser consideradas una solicitud.

Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1415 en que el sentido es revocar el plazo de respuesta cinco días.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, vamos a pasar a los recursos de revisión en materia de acceso a la información que no han sido reservados por ningún comisionado y vamos a empezar.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 1352, Instituto de Vivienda del Distrito Federal el sentido sea revocar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido del 1314, Secretaría de Educación del Distrito Federal el sentido sea confirmar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 1400, Sistema de Transporte Colectivo el sentido sea sobreseer por entrega de información, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 1384, Sistema de Radio y Televisión Digital del Gobierno del Distrito Federal (Capital 21) y el 1431, Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda el sentido sea modificar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobados por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 1542, Universidad Autónoma de la Ciudad de México y el 1573, Delegación Cuauhtémoc el sentido sea ordenar que se emita una respuesta y se dé vista por omisión de la misma, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobados por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, damos las gracias a la licenciada Diana Hernández y a los compañeros de la Dirección Jurídica.

Y comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en el Informe de las Comisiones llevadas a cabo por los comisionados ciudadanos durante el tercer trimestre del 2013.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Quisiera entregar tres observaciones de forma, nada más.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, Comisionado Luis Fernando, si nos hace favor de dar su informe.
C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Ya lo di la semana pasada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Ah, el Comisionado David Mondragón, el Comisionado David Mondragón, perdón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, gracias.

Durante este tercer trimestre (...) asistí a unas reuniones de trabajo de la Comisión de Evaluación e Indicadores de la COMAIP en Tijuana, Baja California, el 12 de julio de 2013, el objetivo fue participar en esta reunión de trabajo de la Comisión indicada a esta Ciudad de Tijuana, Baja California, donde se reunió la mayoría de los integrantes para avanzar en el proceso del estudio de la métrica 2013-2014 y promover la amplia participación de todos los órganos garantes en esta importante tarea.

En dicha reunión se conoció el techo presupuestal para la realización del estudio de la métrica 2013-2014, así como las actividades realizadas hasta la fecha y la definición de la ruta crítica de estudio; además se renovó la coordinación de esta Comisión, recayendo en el de la voz la responsabilidad, lo que implica que el estudio de la métrica 2013-2014 estará bajo la coordinación de un Comisionado del InfoDF.

La segunda actividad fue una asistencia como ponente en el Quinto Aniversario de la Promulgación de la Ley de Transparencia de Oaxaca, el 19 de julio de 2013, a invitación de la Comisión de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, COTAIPO, se asistió a este evento para celebrar el Quinto Aniversario de la Promulgación de la ley, en donde se participó en el tema de Autonomía Presupuestal para los Órganos Garantes.

Tercera actividad fue la participación en la Décimo Sexta Reunión Ordinaria de la Región Centro de la COMAIP en Pachuca, Hidalgo el 7 de agosto del 2013. En mi carácter, pues por supuesto, de Comisionado Ciudadano de InfoDF que pertenece a la región centro y también como Secretario Técnico y donde además brindé un informe del estado del avance del estudio de la métrica nacional.

La cuarta actividad fue la asistencia al Octavo Congreso de Organismos Autónomos de México, en donde presenté una ponencia con una propuesta donde se creó la alianza para la construcción de organismos públicos autónomos abiertos, misma que fue aprobada y constituye el octavo acuerdo de los diez que componen las conclusiones de ese congreso.

La quinta actividad fueron diversos talleres de capacitación para apoyar a los órganos garantes en estudio de la métrica, aquí este trimestre, de parte de la región norte de la COMAIP fuimos a Durango, Chihuahua, y bueno, no está en la región norte, está Oaxaca, Campeche y Coahuila.

Los objetivos de todos estos talleres, como ustedes saben, es dar a conocer los antecedentes del estudio, en particular los resultados 2007 y 2010, presentar los objetivos del estudio 2013-2014, identificar las áreas de oportunidad existentes en el sistema de transparencia, las entidades para mejorarlas y mostrar los elementos metodológicos para el diagnóstico integral para ubicar las áreas de oportunidad del Sistema de Transparencia Estatal.

Creo que esta actividad, la última de los talleres de la métrica es muy relevante y es un apoyo que en todos los estados aprecian la disposición que tiene el InfoDF, el apoyo que todo su Pleno tiene para que ellos estén enterados, para procurar que no haya asimetrías de información y para que el Sistema Nacional de Transparencia en esta métrica que está ya en curso, pues salga mejor evaluado y asimismo, detectemos con toda oportunidad y con toda buena fe las áreas de oportunidad que se presenten para seguir mejorando el acceso a la información pública y el cumplimiento de las obligaciones de Transparencia por parte de los entes públicos de todo el país.

Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados, algún comentario. 

De no ser el caso, señores comisionados y no habiendo otro asunto que tratar y siendo las 2 de la tarde con 30 minutos del día 23 de octubre del 2013, se da por terminada la Trigésima Octava Sesión Ordinaria del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal.

Agradeciendo a todos ustedes su presencia, que tengan muy buenas tardes y buen provecho y obviamente, nuevamente la invitación al seminario el día de mañana jueves y viernes en el Centro Cultural San Ángel. 
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